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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

agosto de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 12550 
 

	

 
Quito D.M., 1 de agosto de 2025   
 
 
Doctor  
César Marcel Córdova Valverde  
DEFENSOR DEL PUEBLO, ENCARGADO 
Defensoría del Pueblo  
Quito.  
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. DPE-DPE-2025-0171-O, de 1 de abril de 2025, ingresado en la Procuraduría 
General del Estado en la misma fecha, se formuló la siguiente consulta: 
 

“¿Es aplicable el beneficio económico contemplado en el segundo inciso del artículo 85 
de la Ley Orgánica de Discapacidades, a los servidores públicos sujetos al Código del 
Trabajo que se acogen a la jubilación especial por vejez, en función de la Ley Orgánica 
de Discapacidades?” 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y los documentos adjuntos se desprende que: 

 
El informe jurídico contenido en el memorando No. DPE-CGAJ-2025-0083-M, de 31 de marzo 
de 2025, suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica de la Defensoría del Pueblo (en 
adelante “DP”), citó los artículos 11 numeral 2, 47, 226, 229 y 326 de la Constitución de la 
República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 2, artículo 4 numeral 2, 45, 51 y 85 de la Ley 
Orgánica de Discapacidades2 (en adelante “LOD”), vigente hasta la expedición de la nueva Ley 
Orgánica de las Personas con Discapacidades3 (en adelante “LOPD”) que sustituyó y derogó 
expresamente la LOD; y los artículos 1, 4 y 7 del Código de Trabajo4 (en adelante “CT”). Con 
base en esta normativa, se concluyó lo siguiente:  
 

“III. ANÁLISIS   
 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 796 de 25 de septiembre de 2012.  
3	LOPD, publicada en el Suplemento Cuarto del Registo Oficial No. 73 de 3 de julio de 2025	
4 CT, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 167 de 16 de diciembre de 2005. 

44



	
	
	
	
	
	
	
 

  DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
0007873-2025 

Página. 2 
 

	

La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 11, numeral 2, establece el 
principio de igualdad y no discriminación, protegiendo a todas las personas de cualquier 
distinción que limite el goce de derechos, incluidas aquellas con discapacidad. Este 
principio se refuerza en el artículo 47 ibidem, que garantiza el acceso al trabajo en 
igualdad de condiciones tanto en el sector público como en el privado.  
 
El artículo 2 de la LOD establece en su ámbito que dicha ley ampara a las personas con 
discapacidad ecuatorianas o extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano, 
así como, a las y los ecuatorianos en el exterior, su aplicación abarca tanto al sector 
público como privado, protegiendo los derechos de las personas con discapacidad en 
ambas esferas.  
 
Además, el artículo 4 de la LOD, numeral 2, consagra el principio In dubio pro 
hominem, lo que implica que cualquier duda sobre el alcance de las disposiciones de esta 
ley debe resolverse de manera favorable a las personas con discapacidad.  
 
El artículo 45 de la LOD establece que las personas con discapacidad tienen derecho a 
acceder a un trabajo remunerado en condiciones de igualdad y a no ser discriminadas, 
tanto en el sector público como en el privado, por lo que no debería existir una 
diferenciación en cuanto a los derechos laborales y beneficios.  
 
El artículo 85 de la LOD reconoce a los servidores con discapacidad el derecho a recibir 
una compensación por jubilación equivalente a cinco salarios básicos unificados del 
trabajador privado por cada año de servicio en una misma entidad, contados a partir del 
quinto año, hasta un máximo de 150 salarios básicos unificados.  
 
Los servidores sujetos al Código de Trabajo, se rigen por contratos individuales de 
trabajo, lo que implica que tienen derechos y obligaciones derivados de la legislación 
laboral común, como el derecho a la estabilidad, remuneración, afiliación al seguro 
social, vacaciones, décimo tercer y cuarto sueldos, y la posibilidad de reclamar una 
indemnización por despido intempestivo o renuncia voluntaria, conforme las 
disposiciones determinadas en Código de Trabajo.  
 
En este sentido, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 229 establece 
que serán consideradas servidoras o servidores públicos todas las personas que, de 
cualquier forma, o a cualquier título, trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, 
función o dignidad dentro del sector público. Este artículo subraya que los derechos de 
las servidoras y servidores públicos son irrenunciables, y remite a la ley la definición del 
organismo rector y la regulación de los aspectos inherentes al régimen de recursos 
humanos y remuneraciones.  
 
Además, el artículo 326 de la CRE establece un principio fundamental en el derecho 
laboral ecuatoriano: ‘En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, 
reglamentarias o contractuales en materia laboral, estas se aplicaran en el sentido más 
favorable a las personas trabajadoras.’ Este principio de favorabilidad está claramente 

55



	
	
	
	
	
	
	
 

  DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
0007873-2025 

Página. 3 
 

	

alineado con la doctrina del ‘in dubio pro operario’, el cual guía la interpretación 
normativa laboral en favor del trabajador.  
 
Por su parte, la Ley Orgánica de Discapacidades (LOD) extiende su aplicación a todas 
las personas con discapacidad, tanto en el sector público como privado, garantizando así 
una protección integral para estos grupos vulnerables. En concordancia con el artículo 4 
de la LOD que establece que, ante la duda sobre el alcance de las disposiciones legales, 
estas se aplicarán en el sentido más favorable y progresivo a la protección de las 
personas con discapacidad (principio in dubio pro hominem).  
 
Si bien la LOD no menciona explícitamente a los servidores públicos sujetos al régimen 
del Código de Trabajo en relación con este beneficio económico, su redacción podría dar 
lugar a interpretaciones que favorezcan la aplicación general del derecho a todos los 
trabajadores con discapacidad que cumplan los requisitos.  
 
Por último, el Código del Trabajo refuerza este marco protector al disponer, en su 
artículo 7, que las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en materia 
laboral se aplicarán en el sentido más favorable a los trabajadores.     
 
IV. CONCLUSIÓN  
 
El artículo 229 de la CRE desarrolla el concepto de ‘servidor público’, incluyendo a 
todas las personas que trabajan en el sector público, sin distinción del régimen laboral al 
que estén sujetas. No obstante, se precisa que las obreras y obreros del sector público 
están sujetos al Código del Trabajo. De este modo, las personas con discapacidad que 
prestan servicios como obreras o bajo un contrato de trabajo dentro del sector público 
también deben ser consideradas servidoras públicas. 
 
Tanto la Constitución (art. 326) como la LOD (art. 4) y el Código del Trabajo (art. 7) 
establecen principios de favorabilidad y progresividad en la interpretación de normas 
laborales. El principio ‘in dubio pro operario’ implica que cualquier disposición 
ambigua o que pueda dar lugar a varias interpretaciones deberá resolverse a favor del 
trabajador; en este sentido, la norma contenida en el artículo 85 de la LOD garantiza a 
las personas que adquieren una discapacidad en su vida laboral, el derecho a su 
rehabilitación, readaptación capacitación, reubicación o reinserción laboral, según 
corresponda.  
 
En tal virtud, la compensación contenida en el segundo inciso del artículo 85 de la LOD 
beneficia a ‘servidoras o servidores con discapacidad de las entidades y organismos 
públicos’ que se acojan a la jubilación. Sin hacer distinción entre servidores sujetos al 
Código de Trabajo u otro régimen, utilizando para el efecto el término genérico de 
‘servidoras o servidores’, lo cual incluye a todas las personas que en cualquier forma o a 
cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro 
del sector público. Dado que la norma no excluye a los servidores públicos sujetos al 
Código del Trabajo y aplicando el principio de interpretación más favorable al 
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trabajador, esta Coordinación General de Asesoría Jurídica concluye que, los servidores 
sujetos al Código de Trabajo tienen derecho a la (sic) recibir la compensación de la 
jubilación especial por vejez determinada en el segundo inciso del artículo 85 en la Ley 
Orgánica de Discapacidades; siempre y cuando cumplan con los requisitos que 
determina la norma. Para lo cual se deberán planificar los recursos e incluirlos en el 
presupuesto del respectivo ejercicio fiscal.” (énfasis añadido).   
  

A fin de contar con mayores elementos de análisis, este organismo solicitó, mediante oficios No. 
10972 y No. 10973, de 2 de abril de 2025, al Ministerio de Trabajo (en adelante “MDT”) y al 
Consejo Nacional de Igualdad de Discapacidades (en adelante “CONADIS”), que remitan su 
criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Estas solicitudes fueron 
atendidas por la Directora de Asesoría Jurídica del CONADIS, mediante oficio No. CONADIS-
DAJ-2025-0088-O, de 21 de abril de 2025, y por la Subsecretaria de Normativa del MDT, a 
través del Oficio Nro. MDT-SN-2025-0354-O, de 29 de abril de 2025, al cual se adjuntó el 
informe técnico No. MDT-SN-2025-0042, de 24 de abril del mismo año. 
 
El CONADIS, además de las normas referidas por la entidad consultante, incluyó en su análisis 
los artículos 4 y 28 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad5; 227, 
233, numeral 2 del artículo 425 de la CRE; 7, 115 y 216 del CT; 115 del Código Orgánico de 
Planificación y Finanzas Públicas6 (en adelante “COPLAFIP”); artículo 4 numeral 1 de la LOD; 
14 del Código Orgánico Administrativo7 (en adelante, “COA”); 128 y 129 de la Ley Orgánica de 
Servicio Público8 (en adelante “LOSEP”); 9 de la Ley Orgánica de Consejos Nacionales para la 
Igualdad9 (en adelante “LOCNI”); y, Sentencia No. 0071-15-IN, de 7 de junio de 2017, expedida 
por la Corte Constitucional (en adelante “CC”). A partir de ello, concluyó lo siguiente:  
 
 “3.- ANÁLISIS: 
 

3.1.- El CONADIS es el órgano responsable de asegurar la plena vigencia y el ejercicio 
de los derechos de las personas con discapacidad consagrados en la Constitución, en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, en la Ley Orgánica de 
Discapacidades – (LOD) y en la Ley Orgánica de los Consejos Nacionales Para la 
Igualdad, fomentando una cultura de paz y equidad que desarrolle en la sociedad las 
capacidades humanas orientadas hacia la garantía del derecho a la igualdad y no 
discriminación y a la adopción de medidas de acción afirmativa que favorezcan la 
igualdad entre las personas, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades y 
colectivos y la erradicación de actos, usos, costumbres, prácticas y estereotipos 
considerados discriminatorios. 
 
Dentro de sus fines se encuentran el asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad consagrados en la Constitución, en los 

																																																													
5 La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo fueron aprobados por la asamblea 
general de las naciones unidas el 13 de diciembre de 2006 y entraron en vigor el 3 de mayo de 2008. 
6 COPLAFIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010. 
7 COA , publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017.  
8 LOSEP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010.  
9 LOCNI, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 283 de 7 de julio de 2014. 
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Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, en la Ley Orgánica de 
Discapacidades (LOD) y en la Ley Orgánica de Consejos Nacionales para la Igualdad, 
fomentando una cultura de paz y equidad que desarrolle en la sociedad las capacidades 
humanas orientadas hacia la garantía del derecho de igualdad y no discriminación, y a 
la adopción de medidas de acción afirmativa que favorezcan la igualdad entre las 
personas, comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos, y la erradicación 
de actos, usos, prácticas, costumbres y estereotipos considerados discriminatorios. 
 
(…) 3.5.2.- Conforme se desprende del texto de los artículos 129 de la LOSEP y 85 de la 
LOD con respecto al beneficio económico por jubilación, los mismos disponen que las y 
los servidoras o servidores con discapacidad de las entidades y organismos públicos, 
que se acojan a los beneficios de la jubilación, tendrán derecho a recibir por parte de su 
empleador, por una sola vez, cinco salarios básicos unificados del trabajador privado 
por cada año de servicio en una misma empresa, contados a partir del quinto año y 
hasta un monto máximo de ciento cincuenta salarios básicos unificados del trabajador 
privado en total. 
 
Por su parte el artículo 216 del Código de Trabajo con respecto a la jubilación dispone 
que los trabajadores que por veinticinco años o más hubieren prestado servicios, 
continuada o interrumpidamente, tendrán derecho a ser jubilados por sus empleadores 
de acuerdo con las reglas establecidas en su contenido. Sin embargo de lo indicado, con 
respecto a las personas con discapacidad que se encuentran sujetas al Código de 
Trabajo y que trabajan en el sector público no señala nada más, en relación a si 
acceden o no al beneficio de jubilación constante en el segundo incido del artículo 85 de 
la Ley Orgánica de Discapacidades. 
 
3.5.3.- Ante lo cual es menester indicar que el artículo 229 de la Constitución de la 
República del Ecuador dispone textualmente que serán servidoras o servidores públicos 
todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios 
o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público.  
 
Por su parte el artículo 4 de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y de la cual nuestro país es suscriptor desde el año 2008, con respecto a 
las Obligaciones generales de los Estados Parte, dispone que los mismos se 
comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y 
las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna 
por motivos de discapacidad. Para tal fin, los Estados Partes se comprometieron a 
adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la referida Convención. 
 
(...) en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Discapacidades expedida en el año 2012, se 
dispuso: 
 
“Art. 4.- Principios fundamentales.- La presente normativa se sujeta y fundamenta en los 
siguientes principios:  
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1. No discriminación: ninguna persona con discapacidad o su familia puede ser 
discriminada; ni sus derechos podrán ser anulados o reducidos a causa de su condición 
de discapacidad. 
 
La acción afirmativa será toda aquella medida necesaria, proporcional y de aplicación 
obligatoria cuando se manifieste la condición de desigualdad de la persona con 
discapacidad en el espacio en que goce y ejerza sus derechos; tendrá enfoque de 
género, generacional e intercultural; 
 
2. In dubio pro hominem: en caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, 
éstas se aplicarán en el sentido más favorable y progresivo a la protección de las 
personas con discapacidad;” (negrilla y subrayado me pertenecen) 
 
3.5.4.- En relación al principio de “In dubio pro hominem”, la Corte Constitucional 
mediante Sentencia Nro. 0071-15-IN de fecha 07 de junio del 2017, realizó el siguiente 
análisis:  
 
‘Dentro del modelo de Estado constitucional de derechos y justicia, el artículo 3 numeral 
1 de la Constitución, establece como un deber primordial del Estado el "garantizar sin 
discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y 
en los instrumentos internacionales...’. En armonía con la citada norma, el artículo 10 
ibidem establece que los ecuatorianos ‘son titulares y gozarán de los derechos 
garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales’, y el artículo 11 
numeral 3 de la Norma Suprema ratifica que ‘los derechos y garantías establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa 
e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público administrativo o 
judicial de oficio o a petición de parte’. 
 
Como se puede advertir, mediante la normativa constitucional invocada, los instrumentos 
internacionales de derechos humanos fueron incorporados al ordenamiento jurídico 
interno -bloque de constitucionalidad’-. Así, uno de los principios de interpretación que 
permite el ejercicio de los derechos constitucionales es el pro homine contemplado en el 
artículo 11 numeral 5 de la Constitución de la República, en los siguientes términos: ‘En 
materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 
administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 
favorezcan su efectiva vigencia.’ 
 
En armonía con la referida norma, el artículo 427 ibidem, señala que las normas 
jurídicas se interpretarán por el tenor literal que más se ajuste a la Constitución en su 
integralidad y que en caso de duda, deberán interpretarse en el sentido que más 
favorezca a la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del 
constituyente, de conformidad con los principios generales de la interpretación 
constitucional.  
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Asimismo, el artículo 417 ibidem, consagra que en el caso de los tratados e instrumentos 
internacionales de derechos humanos ‘... se aplicarán los principios pro ser humano, de 
no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de cláusula abierta establecidos en 
la Constitución’. 
 
En aquel sentido, esta Corte Constitucional en la sentencia N.° 014-16-SIN-CC, dentro 
del caso N.° 0058-09-IN, expuso: En virtud de aquello, el principio pro homine se perfila 
como aquel que por excelencia permite la obligatoriedad de elegir la fuente y la norma 
que suministre la mejor solución para la vigencia de los derechos de las personas (...) lo 
cual, a su vez, coadyuva con el cumplimiento del principio a la igualdad y no 
discriminación, siendo este uno de los estándares en que el derecho internacional de los 
derechos humanos ha hecho hincapié. 
 
De las transcripciones realizadas, se colige que a través de este principio, el ejercicio de 
los derechos constitucionales y/o humanos es menos limitado, pues, en la búsqueda de 
mejores estándares de protección de los derechos humanos, la aplicación del principio 
pro homine ha sido la gran impulsora de esta evolución, bajo el postulado que la 
exigibilidad inmediata e incondicional de los derechos es la regla, y su condicionamiento 
la excepción. 
 
Así, como regla de interpretación de los derechos constitucionales/humanos el principio 
pro homine o pro persona, constituye una amalgama entre el derecho interno e 
internacional de los derechos humanos, y además, un criterio hermenéutico en virtud del 
cual se debe acudir a la norma más amplia, a la interpretación más extensiva cuando se 
trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación 
más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de 
los derechos. (…)” 
 
4.- CRITERIO: 
 
4.1.- Debido a que el artículo 85 de la Ley Orgánica de Discapacidades con respecto al 
beneficio económico por jubilación, disponen que las y los servidoras o servidores con 
discapacidad de las entidades y organismos públicos, que se acojan a los beneficios de la 
jubilación, tendrán derecho a recibir por parte de su empleador, por una sola vez, cinco 
salarios básicos unificados del trabajador privado por cada año de servicio en una 
misma empresa, contados a partir del quinto año y hasta un monto máximo de ciento 
cincuenta salarios básicos unificados del trabajador privado en total; toda vez que el 
artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone textualmente que 
serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a 
cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro 
del sector público. 
 
(...) es criterio de este Consejo que es aplicable el beneficio económico contemplado en 
el segundo inciso del artículo 85 de la Ley Orgánica de Discapacidades, a los servidores 
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públicos con discapacidad y sujetos al Código del Trabajo, que se acogen a la 
jubilación especial por vejes al amparo de la Ley Orgánica de Discapacidades.  
 
Siempre y cuando cumplan con los requisitos que determina la norma; y para lo cual se 
deberán planificar previamente los recursos e incluirlos en el presupuesto del respectivo 
ejercicio fiscal de conformidad a lo dispuesto en el artículo 115 del Código Orgánico de 
Planificación y Finanzas Públicas (…)” (énfasis añadido).  

 
Finalmente, el MDT, además de las disposiciones previamente señaladas, citó los artículos: 
numeral 6 del artículo 120 de la CRE; 216 y 539 del CT; 2, 9 y 10 del Acuerdo Ministerial No. 
MDT-2017-010210, que contiene el “Instructivo sobre el Procedimiento para la Absolución de 
Consultas Formales”.  
 
Con base en estas normas, el MDT concluyó lo siguiente:  
 
 “4. CONCLUSIÓN. (sic) 

 
(…) En este contexto, en la legislación ecuatoriana, las medidas afirmativas que 
protegen los derechos de las personas con discapacidad, se encuentran contenidas 
principalmente en la Ley Orgánica de Discapacidades; concretamente, el artículo 85 de 
esta ley, la cual establece los parámetros para acceder al derecho de jubilación especial 
por vejez de las personas con discapacidad afiliadas al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social IESS, indistintamente de que hayan laborado en el sector público o 
privado. 
 
Mientras que, el segundo inciso del artículo referido determina el derecho de las y los 
servidores con discapacidad de las entidades y organismos públicos, que se acojan a los 
beneficios de la jubilación, a “recibir por parte de su empleador, por una sola vez, cinco 
salarios básicos unificados del trabajador privado por cada año de servicio en una 
misma empresa, contados a partir del quinto año y hasta un monto máximo de ciento 
cincuenta salarios básicos unificados del trabajador privado en total.” 
 
Ahora bien, el artículo 229 de la Constitución de la República señala que son servidores 
públicos todas las personas trabajadoras que presten sus servicios o ejerzan un cargo, 
función o dignidad dentro del sector público. 
 
En virtud de lo expuesto, es de exclusiva responsabilidad de cada institución empleadora, 
aplicar y cumplir el ordenamiento legal vigente correspondiente, respecto a los derechos 
de su personal por la terminación de la relación laboral, según corresponda.” 

  
De lo expuesto se observa que el criterio jurídico de la DP, el CONADIS y el MDT coinciden en 
cuanto a que las personas que prestan servicios bajo el régimen del Código del Trabajo en 

																																																													
10 Acuerdo Ministerial No. MDT-2017-0102, publicado en el Registro Oficial No. 56 de 14 de agosto de 2017.  
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instituciones públicas – en particular los obreros – deben ser consideradas servidoras públicas 
conforme a lo previsto en el artículo 229 de la CRE.  
 
Los servidores públicos con discapacidad sujetos al Código del Trabajo que se acojan a la 
jubilación especial por vejez prevista en el artículo 85 de la LOD podrán ser beneficiarios de la 
compensación económica establecida en su segundo inciso, siempre que cumplan con los 
requisitos establecidos en la normativa correspondiente. 

 
2.  Análisis. 
 
De conformidad con el primer inciso del artículo 229 de la CRE, son considerados “servidoras o 
servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 
presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público”. El tercer 
inciso de dicha disposición aclara que “Las obreras y obreros del sector público estarán sujetos 
al Código de Trabajo”.  
 
De esta norma se infiere la coexistencia de distintos regímenes laborales dentro del servicio 
público, entre ellos: el regulado por el CT; el establecido en la LOSEP; y, regímenes especiales 
aplicables a “las personas servidoras de la Corte Constitucional, los miembros activos de las 
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional y el personal de carrera judicial”, conforme lo previsto 
en el cuarto inciso del artículo 3 de la LOSEP.  
 
En relación con lo anterior, corresponde al MDT la calificación del régimen laboral aplicable para 
los obreros y servidores públicos, en cumplimiento del artículo 2 del Acuerdo Ministerial No. 
MRL-2012-16411, que contiene la “Normativa Técnica para clasificación de Servidores del 
Sector Público”.   
 
En esta misma línea, la Procuraduría General del Estado ha señalado en el pronunciamiento 
contenido en el Oficio No. 11614, de 16 de diciembre de 2020, que “la definición de servidor 
público es genérica y por tanto incluye a quienes ejerzan funciones (…), como servidores de 
carrera, de libre designación u obreros (…)”. 
 
Por otra parte, el artículo 369 de la CRE establece la existencia del seguro universal obligatorio, 
el cual cubrirá las contingencias de “enfermedad, maternidad, paternidad, riesgos de trabajo, 
cesantía, desempleo, vejez, invalidez, discapacidad, muerte y aquellas que defina la ley”. 
 
En concordancia, el artículo 370 ibídem señala que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
(en adelante “IESS”) es una “entidad autónoma regulada por la ley”, la cual “será responsable de 
la prestación de las contingencias del seguro universal obligatorio a sus afiliados” (énfasis 
añadido).   
 
El artículo 16 de la Ley de Seguridad Social12 (en adelante “LSS”), define al IESS como “una 
entidad pública descentralizada de carácter autónomo”, creada por la CRE, “dotada de 
																																																													
11 Acuerdo Ministerial No. MRL-2012-164, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 801 de 2 de octubre de 2012.  
12 LSS, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 465 de 30 de noviembre de 2001. 
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autonomía normativa, técnica, administrativa, financiera y presupuestaria, con personería 
jurídica y patrimonio propio, que tiene por objeto indelegable la prestación del Seguro Universal 
Obligatorio de sus Afiliados en todo el territorio nacional”. 
 
A su vez, el literal a) del artículo 3 de la LSS enlista como parte de los riesgos cubiertos por el 
Seguro Universal Obligatorio a favor de sus afiliados la protección contra la contingencia de 
discapacidad a través del seguro de invalidez, así como otras prestaciones, tales como la 
jubilación ordinaria de vejez y jubilación por invalidez, reguladas en los artículos 18513 y 18614 de 
la LSS. 
 
Bajo este contexto, resulta pertinente recalcar la existencia de protecciones y prestaciones 
especialmente dirigidas a personas con discapacidad. Estas garantías están contempladas en el 
tercer inciso del numeral 2 del artículo 11 y en el primer inciso del artículo 47 de la CRE que 
disponen que el Estado “adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad 
real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad”; y, a 
favor de las personas con discapacidad, “garantizará políticas de prevención de las 
discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de 
oportunidades para las personas con discapacidad y su integración social”.  
 
Con base en este mandato constitucional, se expidió en su momento la LOD, cuyo artículo 1 
establecía como objeto “asegurar la prevención, detección oportuna, habilitación y 
rehabilitación de la discapacidad y garantizar la plena vigencia, difusión y ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad” (énfasis añadido). 
 
Dentro de las medidas de acción afirmativa contempladas en la LOD, su Capítulo Segundo “De 
los Derechos de las Personas con Discapacidad”, Sección Novena “De la Seguridad Social”, 
artículos 82 al 85 establecen derechos relacionados con la afiliación voluntaria, las pensiones, la 
jubilación por invalidez y la jubilación especial por vejez para personas con discapacidad. 
 
En este marco, el artículo 85 de la derogada LOD regulaba la jubilación especial por vejez para 
personas con discapacidad, otorgándoles condiciones más favorables que las previstas en el 
régimen general de jubilación en los siguientes términos:  
 

“Art. 85.- Jubilación especial por vejez.- Las personas con discapacidad afiliadas al 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social que acreditaren trescientas (300) 
aportaciones, sin límite de edad, tendrán derecho a una pensión que será igual al 
sesenta y ocho punto setenta y cinco por ciento (68.75%) del promedio de los cinco (5) 

																																																													
13LSS, “Art. 185.- JUBILACIÓN ORDINARIA DE VEJEZ.- Se acreditará derecho vitalicio a jubilación ordinaria de vejez cuando el 
afiliado haya cumplido sesenta (60) años de edad y un mínimo de trescientos sesenta (360) imposiciones mensuales o un mínimo de 
cuatrocientos ochenta (480) imposiciones mensuales sin límite de edad (…)”. 
14 LSS. “Art. 186.- JUBILACIÓN POR INVALIDEZ.- Se acreditará derecho a pensión de jubilación por incapacidad total y 
permanente en los siguientes casos: 
a. La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida en la actividad o en período de inactividad compensada, 
cualquiera sea la causa que la haya originado y siempre que se acredite no menos de sesenta (60) imposiciones mensuales, de las 
cuales seis (6) como mínimo deberán ser inmediatamente previas a la incapacidad; y,  
b. La incapacidad absoluta y permanente para todo trabajo, sobrevenida dentro de los dos (2) años siguientes al cese en la actividad 
o al vencimiento del período de inactividad compensada, cualquiera sea la causa que la haya originado, siempre que el asegurado 
hubiere acumulado ciento veinte (120) imposiciones mensuales como mínimo, y no fuere beneficiario de otra pensión jubilar, salvo la 
de invalidez que proviniere del régimen de jubilación por ahorro individual obligatorio a causa de la misma contingencia 

1313



	
	
	
	
	
	
	
 

  DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
0007873-2025 

Página. 11 
 

	

años de mejor remuneración básica unificada de aportación en concordancia con la 
determinación de mínimos, máximos y ajustes periódicos que efectúe el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social. En los casos de personas con discapacidad intelectual 
tendrán derecho a la pensión jubilar cuando acreditaren doscientas cuarenta (240) 
aportaciones. 
 
Las y los servidoras o servidores con discapacidad de las entidades y organismos 
públicos, que se acojan a los beneficios de la jubilación, tendrán derecho a recibir por 
parte de su empleador, por una sola vez, cinco salarios básicos unificados del 
trabajador privado por cada año de servicio en una misma empresa, contados a partir 
del quinto año y hasta un monto máximo de ciento cincuenta salarios básicos unificados 
del trabajador privado en total (…)” (énfasis añadido). 

 
A la fecha de ingreso de la presente consulta, dicha disposición se encontraba vigente. No 
obstante, debe dejarse constancia de que la Ley Orgánica de Discapacidades ha sido derogada, y 
lo previsto en el artículo antes citado ha sido incorporado, en lo sustancial, dentro de la nueva Ley 
Orgánica de las Personas con Discapacidad (LOPD), vigente al momento de emitir este 
pronunciamiento. 
 
Así, el artículo 103 de la LOPD, ahora bajo el título “Jubilación especial por discapacidad”, 
establece lo siguiente: 

 
“Art. 103.- Jubilación especial por discapacidad.- Las personas con discapacidad 
afiliadas al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social que acrediten trescientas 
aportaciones, sin límite de edad, tendrán derecho a una pensión que será igual al sesenta 
y ocho punto setenta y cinco por ciento del promedio de los cinco años de mejor 
remuneración básica unificada de aportación en concordancia con la determinación de 
mínimos, máximos y ajustes periódicos que efectúe el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social. En los casos de personas con discapacidad intelectual tendrán derecho a la 
pensión jubilar cuando acrediten doscientas cuarenta aportaciones.  
 
Las o los servidores con discapacidad de las entidades y organismos públicos, que se 
acojan a los beneficios de la jubilación, tendrán derecho a recibir por parte de su 
empleador, por una sola vez, cinco salarios básicos unificados del trabajador en 
general por cada año de servicio en una misma institución, contados a partir del quinto 
año y hasta un monto máximo de ciento cincuenta salarios básicos unificados del 
trabajador en general.  
 
La persona con discapacidad jubilada que reingrese a laborar bajo relación de 
dependencia tendrá derecho a una mejora en su pensión de jubilación, una vez que cese 
en su nuevo empleo y haya realizado como mínimo doce aportaciones” (énfasis añadido).  
 

Por lo tanto, a pesar de haberse cambiado la numeración y denominación del artículo, el 
contenido material de la disposición permanece – sustancialmente – inalterado, por lo que 
se mantiene la misma interpretación jurídica efectuada bajo la vigencia de la LOD.  
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En ese sentido, la Corte Constitucional, en la Sentencia No. 15-18-AN/23, interpretó el alcance 
del derogado artículo 85, reconociendo en él la existencia de dos derechos diferenciados para las 
personas con discapacidad, a saber: 
 

“22. Según se desprende del epígrafe, el artículo 85 de la LOD regula la “jubilación 
especial por vejez” a favor de las personas con discapacidad, y desarrolla dos derechos 
diferenciados para personas con condiciones específicas. 
 
22.1. El acceso a una pensión jubilar por vejez de carácter especial por ser otorgada por 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) a personas con discapacidad, con un 
número inferior de aportaciones que las correspondientes a las personas que no tienen 
discapacidad, esto es, mínimo 300 aportaciones. 
 
22.2. La compensación a la que pueden acceder las personas con discapacidad cuando 
reúnan los requisitos previstos en el segundo inciso de la norma, esto es: 
 

22.2.1. Haber laborado en entidades y organismos públicos, lo que excluye que este 
beneficio sea aplicable a personas con discapacidad que hayan laborado en 
instituciones de derecho privado. 
22.2.2. Haber trabajado en la misma institución por más de cinco años previo a 
jubilarse, en razón de que la fórmula de cálculo se aplica por cada año trabajado a 
partir del quinto año. 
22.2.3. Poseer una discapacidad, sea física o intelectual, lo que influye únicamente en 
la oportunidad para acogerse a la jubilación por vejez, de conformidad con el primer 
inciso de la norma (…)” (énfasis añadido). 

 
En consecuencia, la disposición actualmente vigente (artículo 103 de la LOPD) debe interpretarse 
como la continuidad normativa del artículo 85 de la LOD, en tanto regula dos beneficios 
independientes pero complementarios: (i) el derecho a recibir una pensión jubilar por parte del 
IESS con una menor cantidad de aportaciones frente al régimen general; y, (ii) el derecho a una 
compensación económica por parte del empleador público.  
 
A nivel reglamentario, el IESS ha desarrollado esta figura en la Resolución No. C.D. 68315, que 
contiene la “Codificación y Actualización del Reglamento Interno del Régimen de Transición del 
Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte”. En dicho reglamento se incluye la “Jubilación Especial de 
Vejez por Discapacidad”, la cual se prevé en favor de “las personas con discapacidad, afiliadas 
al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, que cumplan las condiciones y requisitos 
establecidos en la Ley Orgánica de Discapacidades” (énfasis añadido).      
 
A partir del análisis efectuado, se concluye lo siguiente: i) según el artículo 229 de la CRE, todas 
las personas que desempeñan funciones en el sector público tienen la calidad de servidoras o 
servidores públicos, sin perjuicio del régimen jurídico aplicable; ii) las personas con discapacidad 

																																																													
15 Resolución No. C.D. 683, publicada en el Registro Oficial No. 726 de 21 de enero de 2025.  
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gozan de garantías constitucionales y legales especiales que aseguran su protección y acceso al 
empleo público, incluyendo acciones afirmativas y prestaciones económicas específicas; iii) en 
este contexto, los servidores públicos con discapacidad – incluidos aquellos sujetos al régimen del 
Código del Trabajo – tienen derecho a recibir la compensación económica prevista en el 
segundo inciso del artículo 85 de la LOD, hoy recogido en el artículo 103 de la LOPD, 
siempre que cumplan con los siguientes requisitos: 1. haber trabajado en entidades u 
organismos del sector público; 2. haber prestado servicios en la misma institución por un período 
superior a cinco años antes de jubilarse; 3. tener una discapacidad, ya sea física o intelectual; y, 4. 
Se acojan a los beneficios de la jubilación. 
 
3.  Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la consulta formulada, se concluye que, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador, el artículo 103 de la 
Ley Orgánica de las Personas con Discapacidad – que recoge el contenido sustancial del 
derogado artículo 85 de la Ley Orgánica de Discapacidades –, así como el artículo 30 de la 
Resolución No. C.D. 683 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, los servidores públicos 
sujetos al régimen laboral del Código del Trabajo – en caso de acogerse a los beneficios de la 
jubilación – tienen derecho a recibir por parte de su empleador, por una sola vez, cinco 
salarios básicos unificados del trabajador en general por cada año de servicio en una misma 
institución, contados a partir del quinto año y hasta un monto máximo de ciento cincuenta 
salarios básicos unificados del trabajador en general. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
C.C. Mgs. Edison Martínez Rivas  

Secretario Técnico del Consejo Nacional de Igualdad de Discapacidades   
 
Abg. Ivonne Núñez Figueroa 
Ministra de Trabajo   

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Quito D.M., 1 de agosto de 2025  
 
Magíster  
Jorge Mauricio Maruri Vecilla  
Director General  
CONSEJO DE LA JUDICATURA 
Quito. 
 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. CJ-DG-2025-0883-OF, de 7 de julio de 2025, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formuló la siguiente 
consulta: 
 

“¿La aplicación de la reforma al artículo 5 de la Ley Notarial —que faculta a los y 
las notarias a prestar servicios mediante videoconferencia u otros medios telemáticos 
compatibles, siempre que al menos una de las partes se encuentre dentro de la 
circunscripción territorial del notario, y las demás puedan estar en cualquier lugar, 
incluso fuera del territorio nacional— contraviene la facultad de los funcionarios 
consulares de intervenir en actos notariales que deban surtir sus efectos en el 
Ecuador, conforme lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Servicio 
Exterior?”  

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:   
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico contenido en memorando No. CJ-DNJ-2025-0600-M, de 16 de mayo de 
2025, suscrito por la Directora Nacional de Asesoría Jurídica subrogante, del Consejo de la 
Judicatura (en adelante “CJ”), citó como fundamento los artículos 82, 178 segundo inciso, 200 
y 226 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 296 del Código 
Orgánico de la Función Judicial2 (en adelante “COFJ”); 65 del Código Orgánico 
Administrativo3 (en adelante “COA”); 4 y 65 de la Ley Orgánica del Servicio Exterior4 (en 

																																																													
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.  
2 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
3 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
4 LOSE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 262 de 3 de mayo de 2006; última Reforma publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial No 938 de 6 de febrero de 2017. 
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adelante “LOSE”); 1 letra d) de la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual5 
(en adelante “LOTDA”); 4, 5, 7, 18.1, 18.2 y la Disposición General innumerada6 de la Ley 
Notarial7 (en adelante “LN”). También se consideró la sentencia de la Corte Constitucional No. 
1214-18-EP/22 de 27 de enero de 2022, respecto a la seguridad jurídica. En el análisis contenido 
en dicho informe se señaló: 
 

“III. ANÁLISIS 
 

(…) se desprende que el legislador abrió el alcance de la ley en el sentido de que se 
permita que en la modalidad telemática una de las partes se encuentre en la 
circunscripción del notario (cantón de nombramiento) y la otra parte o partes, ‘en 
cualquier lugar’, lo que guarda coherencia con lo establecido en el artículo 18.1 (…) 
 
IV. CONCLUSIÓN 

 
De lo expuesto, esta Dirección Nacional de Asesoría Jurídica concluye que conforme a 
la reforma realizada por la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual 
al artículo 5 de la ley Notarial, esto es: ‘(…) Los servicios telemáticos serán prestados 
a través de videoconferencia u otro medio telemático compatible con el sistema 
informático autorizado por el Consejo de la Judicatura de acuerdo con la naturaleza 
del acto o contrato, debiendo encontrarse una de las partes en la circunscripción 
territorial del notario, y pudiendo las demás encontrarse en cualquier lugar(…)’; se 
amplió el ámbito de acción de las (sic) los notarios, para la atención de los actos, 
contratos y diligencias notariales bilaterales o multilaterales, lo que podría coadyuvar 
a agilizar los tiempos de atención de estos requerimientos, descongestionando el 
servicio que se brinda desde los consulados y, ampliando la cobertura para la atención 
para las y los usuarios ecuatorianos que se encuentran en el exterior, lo cual también 
podría contribuir de manera positiva a la dinamización de la economía, tanto la de las 
y los usuarios como de la economía nacional” (Énfasis corresponde al texto original y 
subrayado me pertenece). 

 
2. Análisis. 
 
Con el fin de facilitar el estudio de la materia objeto de consulta, el análisis se estructura en dos 
apartados:  
 

1. Competencias de los notarios; y,  
2.  Competencias de los cónsules y reglas de interpretación de las normas. 

 
2.1. Competencias de los notarios. 

																																																													
5 LOTDA, publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 245 de 07 de febrero de 2023. 
6 Disposición agregada por la Ley Orgánica Reformatoria del COFJ, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 345 de 
08 de diciembre de 2020.  
7 LN, publicada en el Registro Oficial No. 158 de 11 de noviembre de 1966. 

1818



	
	
	
	
	
	
	
 
 

CONSEJO DE LA JUDICATURA 
0008494-2025 

Página. 3 
 
 

	

 
De conformidad con el artículo 199 de la CRE, los servicios notariales son públicos y “En cada 
cantón o distrito metropolitano habrá el número de notarias y notarios que determine el 
Consejo de la Judicatura”. 
 
El artículo 296 del COFJ establece que el servicio notarial consiste en el desempeño de una 
función pública que la realizan los notarios, “quienes son funcionarios investidos de fe pública 
para autorizar, a requerimiento de parte, los actos, contratos y documentos determinados en 
las leyes” y dar fe de la existencia de los hechos que ocurran en su presencia, así como 
intervenir en ejercicio de la fe pública de la que se encuentran investidos, en los asuntos no 
contenciosos determinados en la ley, “para autorizar, conceder, aprobar, declarar, extinguir, 
cancelar y solemnizar situaciones jurídicas respecto de las que se encuentren expresamente 
facultados en el Código Orgánico General de Procesos, la Ley Notarial y otros cuerpos 
legales” (lo subrayado me corresponde). 
 
Asimismo, el artículo 1 de la LN contempla que “La función notarial se rige por esta Ley y por 
las disposiciones de otras leyes que expresamente se refieran a ella”.  
 
Por su parte, el artículo 4 ibídem establece que: “La función notarial la ejercen en el país 
exclusivamente los notarios, salvo las disposiciones de leyes especiales” (lo subrayado me 
corresponde). En concordancia, el artículo 7 de la LN subraya que: “Cada Notario ejercerá su 
función dentro del cantón para el que haya sido nombrado”, cualquiera que sea el domicilio de 
los otorgantes, la ubicación de los bienes materia del acto o contrato o el lugar del cumplimiento 
de las obligaciones (lo subrayado me corresponde). 
 
La reforma al artículo 5 de la LN, introducida mediante el artículo 64 de la LOTDA, dispone 
que los servicios notariales podrán prestarse de manera física o telemática, conforme lo previsto 
en la ley. Específicamente, señala que: 
 

“Los servicios telemáticos serán prestados a través de videoconferencia u otro medio 
telemático compatible con el sistema informático autorizado por el Consejo de la 
Judicatura de acuerdo con la naturaleza del acto o contrato, debiendo encontrarse una 
de las partes en la circunscripción territorial del notario y, pudiendo las demás 
encontrarse en cualquier lugar. Si no fuere factible prestar el servicio notarial 
telemático y las partes no pudieren concurrir al despacho notarial, el notario podrá 
desplazarse a prestar su servicio fuera de su despacho en forma física, dentro de su 
circunscripción cantonal” (lo subrayado me corresponde). 

 
Adicionalmente, el artículo 18.1 de la LN reitera que, para la realización de diligencias y 
actuaciones notariales, “la comparecencia de las partes podrá ser tanto de manera física o 
telemática” (lo subrayado me corresponde), mientras que el artículo 18.2 ibídem agrega que: 
“Sin perjuicio de que la petición y respuesta del servicio se pueda realizar de forma 
telemática”, las siguientes diligencias o actos notariales se realizarán de forma presencial: 
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“1. Celebración de testamento cerrado; 
2. Autorización de salida del país de menores de edad; 
3. Apertura y publicación de testamento cerrado; 
4. 8 
5. Sorteos, apertura de casilleros u otra constatación física por parte de notarias o 
notarios; 
6. Autenticación de firmas manuscritas puestas ante él o ella, en documentos que no 
sean escrituras públicas. 
7. Registro de firma física de servidoras o servidores y representantes legales de 
personas jurídicas; y, 
8. Dar fe de la supervivencia de las personas naturales”. 

 
Por su parte, el inciso final del artículo 28 ibídem prevé que el notario debe verificar el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 27 de esa Ley, “priorizando al empleo 
de la tecnología, para garantizar los principios de celeridad, eficiencia, seguridad de la 
información y transparencia en el servicio (lo subrayado me corresponde). 
 
Sobre el principio de eficiencia, el artículo 4 de COA señala que: “Las actuaciones 
administrativas aplicarán las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos de las 
personas” (lo subrayado me corresponde). 
 
De lo manifestado se observa que: i) la función notarial se ejerce exclusivamente dentro del 
cantón de nombramiento; ii) el servicio puede prestarse por medios telemáticos, siempre que al 
menos una parte se encuentre dentro de dicha jurisdicción; iii) de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 18.2 de la LN, existen diligencias o actos notariales que deben realizarse únicamente de 
forma presencial; iv) el empleo de tecnologías debe estar orientado a garantizar un servicio 
eficiente y seguro; y, v) corresponde al notario verificar el cumplimiento de las condiciones 
territoriales para la validez del acto. 
 
2.2. Competencias de los cónsules y reglas de interpretación de las normas. 
 
De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se garantiza 
a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las autoridades 
competentes, considerando para el efecto que los servidores públicos deben ejercer únicamente 
las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 
 
En materia de competencia, el artículo 65 del COA define este concepto como “la medida en la 
que la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la 
materia, el territorio, el tiempo y el grado” (lo subrayado me corresponde).  
 

																																																													
8 Numeral suprimido por el artículo 65 de la LOTDA. 
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En este sentido, el artículo 65 de la LOSE establece que “los funcionarios consulares 
intervendrán en especial en aquellos actos que deban surtir sus efectos en el Ecuador, sean 
ecuatorianos o extranjeros los interesados en dichos actos”. Agrega el citado artículo que los 
funcionarios consulares intervendrán, entre otros, en los siguientes asuntos: 
 

“c) Funciones notariales y de registro; estado civil; sucesiones; autorización y 
otorgamiento de testamentos; celebración de contratos; recepción de declaraciones y 
protestas; y, en general, los actos judiciales y administrativos en que les corresponda 
intervenir; y, asimismo, en el cumplimiento de las comisiones que, de conformidad con 
la ley, les sean encomendadas por los tribunales y jueces de la República”.  

 
Respecto de la interpretación normativa, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional9 (en adelante “LOGJCC”), y el numeral 1 del artículo 
18 del Código Civil10 (en adelante “CC”) disponen que “Cuando el sentido de la ley es claro, 
no se desatenderá su tenor literal”. En tal sentido, se observa que, para el caso de los 
funcionarios consulares, el artículo 65 de la LOSE es claro y preciso respecto de los actos y 
asuntos en los que pueden intervenir a efectos de autorizarlos. 
 
Adicionalmente, se debe observar que el citado artículo 3 de la LOGJCC, que contiene reglas de 
interpretación constitucional y ordinaria, en sus numerales 5 y 6 dispone: 
 

“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a 
partir del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las 
disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. 
 
6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de los fines 
que persigue el texto normativo”. (Lo subrayado me corresponde). 

 
Por lo tanto, se concluye que los funcionarios consulares pueden intervenir en aquellos actos 
que deban surtir sus efectos en el Ecuador, sean los interesados ecuatorianos o extranjeros. En 
este sentido, las funciones notariales y registrales que pueden ejercer los funcionarios consulares 
se encuentran expresamente previstas en la letra c) del artículo 65 de la LOSE. 
 
De lo citado se desprende que: i) los servidores públicos deben ejercer únicamente las 
competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico; ii) la competencia es la 
medida en la que la CRE y la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón 
de la materia, el territorio, el tiempo y el grado; iii) los cónsules ejercen funciones expresamente 
previstas en el artículo 65 de la LOSE; iv) no existe conflicto de competencias con los notarios, 
pues estos actúan en territorio nacional y los cónsules, en el exterior; iv) La reforma al artículo 5 
de la LN no restringe ni afecta las funciones consulares; y, v) El fin de la reforma es ampliar el 
acceso a servicios notariales y garantizar principios como celeridad, eficiencia y transparencia. 

																																																													
9 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
10 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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3. Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 3 numerales 5, 6 y 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional y el artículo 18 numeral 1 del Código Civil, la facultad de los notarios para 
prestar servicios a través de medios telemáticos – siempre que al menos una de las partes se 
encuentre dentro de la circunscripción territorial del notario – prevista en el artículo 5 de la Ley 
Notarial, no contraviene la facultad de los funcionarios consulares prevista en el artículo 65 de 
la Ley Orgánica del Servicio Exterior. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
 
  

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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hgeniero
Fabián Edua¡do Iza Ma¡cillo
ALCALDE
GOBIERNO AUTÓNOMO
RUMIÑAHUI
Sarlgolqui.

De mi consideración:

^ EdifcDAmázon¿3 Pláza
V av. Am oñ* Nlerr5varáqá

DE§CENTRALIZADO MUNICIPAL DE

Mediante oficio No. GADMUR-A-2025-0223-O, de 14 de nrayo de 2025, ingresado en
la P¡ocu¡aduría General del Estado el 16 del mismo mes y año, se fo¡muló la siguiente
consulta:

"¿En la elección de la Vicealcoldesa, prccede el toto tliimente del Alcalde ante
un empate en lq ro¡ación; o, es necesdÍio contar con el vofo de la mayoúa
absolata de sas miembros, incluido el Alcalde, fal como lo dbpone el aúiculo 6l
del Código Orgónico de Organización Tenitorial, Aatonomíd !
Descentralización? ".

Frente a esta inter¡ogarite, se maoifiesta Io sigüentei

1. Antecedetrtes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe juridico contenido en el memorando No. GADMLIR-PS-2025-0807-M, de l4
de mayo de 2025, suscrito por el Procurador Síndico del Gobiemo Autónomo
Descentralizado Municipal de Rumiñahui (en adelante, "GADMR"), cit6los anlculos 82,
226 y 253 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adela¡¡te, "CRE" ); t4 y
18 del Código Orgátrico Administrativo2 (en adelante, " COA"); 56, 57 letra c), 61, 320,
321, 322, y 323 del Código Orgrinico de Organización Teritorial, Autonomía y
Descentralización3 (e¡r adelante "COOTAD"); el ariculo 5 de la O¡denanz¿ No. 008-
2014 emitida por el GADMR; así como los pronunciamientos de la Procu¡adu¡ia General
del E$ado, contenidos en los oficios Nos. 0909, 1262, 0521, 00487, I10, de fechas
comprendidas entue ene¡o y abril de 20 1 I . Con base en este marco nomativo, concluye
lo siguielte:

"De lo expuesto, conforme lo pre»isto en los artículos 82,226 1t 253 de la
Co sÍitución de la República del Ecuddor y los Atts. L|y 18 del Cód¡go Orgá ico
Arl ittistrativo, y los attículos 56, 57 letra c), 61, 321 y 322 del Código Orgá ico

1 CRL. ptbt¡.add en el ResxÍo Ofic¡dl \o 49 & 20 ./e @tubre de 20Os.
: aOA, publjcado en el SeE""¿a Stplewnto del Resist/a Oft¡al \. t t ¡1e 7 .le Juta d¿ 2017.
3 COOTAD, ptbtctula en el Srpletunta del R.Eisbo Olicidl N. 303 de 19 d¿ o.tubre d" 201A
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de (»gani.dc¡ók Teritorial, Autonomía y Descenffalizac¡ón es cfitefio ¿le e'^ta

Prt¡curaduria Síndica que e la elección de ld V¡cealcaldesa, al produúrse un
empate en la rotación de sus miembros, es procedente que se aplíque el voto
dirimente para eleg¡r quien es la V¡cealcaldesa elecfa".

Con el hn de contar con mayores elementos d€ análisis. antes de atender la consulta,
mediante oficio No. 11641, de 29 de mayo de 2025, este organismo solicitó a la
Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante, lME ") que remita su criterio
juridico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Posteriormente, con oficio
No. 11892 de 17 de junio de ?025, se insistió en el reque miento realizado, sin haber
rccibido rcspuesta.

2.- Análisis-

Con el fi¡ de facilitar el estudio de la materia objeto de las consultas. e1 análisis
desanolla¡á los siguier¡tes aspectos: , Designación del vicealcalde; y. ii) Mayoría
absoluta.

2.1. Design¿ción del vice¿lcalde. -

El articulo 253 de la CRE prevé que el concejo cantonal "estará integado pot la
alcaklesa o alcalde y las concejalas y concejales elegidos por rotación popular", de erire
quienes se elegirá una vicealcaldesa o vicealcalde; y, manifiesta q$e "La alcaldesa o
alcalde seré su máríma autoridad adminisffal¡vtt y lo presiditá con roto dirímenÍe ".

Por su parte, la letra o) del articulo 57 del COOTAD incluye entre las atibuciones del
concejo municipal lade"Eleg de efitre süs miembros al,ricealcalde o vicealcaldesa del
gobierno autónomo descentralizado munícipal", respetando los pdncipios de paridad y
altemabilidad entre las autoridades.

En este sentido, el articulo 61 del COOTAD dispone lo siguienle:

"Art. 61.- Yícealcalde o Viaealcdklesa.- El vicealcakle o vicealcal¡lesa es la
segunda autoridatl del gobierno auónomo descentrulizado municipa[ 9bgi49
Dor la ,navoia absolufa del conceio muaicioal de ehlre sus miembros
respetando el y¡ncipio de paridad de género, excepto cuando ¡lehido a la
conformac¡ón del concejo no sea posible la aplícacíón de este principio.

El o la concejal electa, duratli dos años en sus fútciones y podrá ser reeleg¡da o
reelegido.

Su designación no implica ld pérdida ¡le la calida¡l de concejal o concejala-
Reemplazaró al alcalde o alcaldesa en caso de ausencia y en los casos
expresdmente pre|istos en la ley" (énfasis a¡,adido).

De ma¡era concordante, el segundo inciso del a¡tículo 317 del COOTAD dispone que
para la elección de la segunda autoridad de los órganos legislativos de los GAD
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münicipales y metropolitanos se actuará "d¿ 6c1,rcrdo con el princ¡p¡o de paridod enfrc
mujeres y hotibres", ,- agtegal

"en el caso que la alcaldía le corresponda a un hombre, oblígatoriamente se
elegirá de sus consejelas o concejeras a una mujer como vicealcaklesa, y, en el
coso que la alcqldíq le cotesponda a unq mujer se designqré de entre los
co sejeros o concejeros alyicealcalde".

Del mismo modo, el inciso final del aficulo 167 de Ia Ley O¡gánica Electoral y de
Organizaciones Politicas de Ia Republica del Ecuadora (en adelaute, 'ZOtr') prevé quc.
en todos los casos, la designación de vicealcalde "respetará el pr¡ cipío de paridad,
eligiefido entre los concejales a un hombre en caso de que la primera autoritlatl de la
alcaltlía sea mujer o a u a mujer, en caso que sea hombre".Este principio se reitera como
direct z general enel numeral I del artículo 4 de lamismaley.

En relación con la regla de paridad, sus excepciones y aplicación en la elección de la
segunda autoridad del concejo, la Cone Constitucional se pronunció en la sentencia No.
1041-19-JP/25, de 9 de enero de 2025. Dicha sentencia interpretó los alcances del anículo
317 del COOTAD y desanolló el contenido susta¡cial del prircipio de paridad, señalando
que:

''232.En opiníón de esta Corte, dunque la letra del artículo 317 det COOTAI)
habla de que el concejo munic¡pdl 'elegír[á] de entre sus miembros Lt la segunda
autorida.l del ejecutiro del cotespondiente gobierno de acuerdo con el pr¡nc¡pio
de parídad entre hombrcs y mujeres en doru)e fuere posíble', lo que estÍ
prescibiendo es una regla de paridad según la caal esa sega da autoridad debe
ser ntujer si el alcqlde es hombrc o vicetetsa, ya que si la intencíón del
legislación habría sido sold e te aludir al principio de paidad, re¡terqndo lo ),.1
estdblecido por la Constitucíón, no habríq escrito en donde sea posible'. L_4
confiot.ic¡ón de esla.ftase no puede ser otrd tljlg q$lnLlLcotno un müklato
Derentorio dquella medida de acción alirrulti1)a. La dificultad que resta abordar
es, más bien, el sígnificado de aquel/ay'ase (énfasis añadido).

233.La rcgla de paida.l del artículo 317 del COOTAD teüdrla como salvedad
la ímposibilidad de su aplícación. Dicha imposibitidad puede ser jictica o
normativa. Seríd .le tipo.fáctico en dos h¡pótesis: (¡) cuando el concejo munícipal
se integre enletamente pol hombres, y (¡¡) cuando, habíendo una o m.is mujeres.
ninguna de ellas aceptara el cargo (éofasis añadldo:),

234.Nínguno de los casos objeto tle la prese te sentenci| de reyisión se enmarca
en la hipótesis (i). En relación con la hipótesis (ii), se debe tener en atenta que la
regla de paridad dispuesta afavor de las müjeres concejalas b sca gdrantízar el
ptincipio de pafid¿td y, con esto, el derecho de las mujeres a la ipualdad real. No
obstante, este derecho fundahentol se enfrenu con orrt,: la autonomia personal,
elemenlo fundamental del derccho al libre desarrullo de la persotalidad,

I
t§
t

'tOt pulh,¿J¿eacttLrt. car,J¿tF,st añlt.-ot \" ) sap --o?dDrt¿-:A.)o rrtutv to.ejttotdoeú ?Uü
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rccotloc ido en el drtícülo ó6. 5 de l4 C onstitución ( ...) (éttfasis cofiesponde al texto
original).

235,Ante la colisión e trc el clerecho de las mujere; a la igualdad material y el
derecho de una mujer concreta ql librc desarrollo de su personalidad, esfa Corte

debe powlerar el grado de a;fectación de uno en rclación con el otto. Negal l¿t

autonomía de las huiercs concejalas, impidiéndoles fiegarse a ocupar al c6rgo
de dirección de k¡s GAD, restr¡ngirí.t de tal ma ela la autonomia ¡le dichas

mujeres que el ismo derecho a la paúicipación política de la cokcejal en la vida
pública terminaría socatándose. pues sus pla es políticos tendrían que catgar
con la imposición de ocupar u determinado cargo, en conffa de su voluntad. Por
lo que esd ¡mposición sería clatamente desproporcionoda.

236,Ahora bien, lu ñegaftua de uno conceiala a aceptdt ser vicealcaldesa no

podría ser simplemente sobreenlendida, puesto que, cofio se expuso prevíamente,

la práctica políl¡ca está atral)esa.lÍt pot la dí.scriminación sistémica de la¡
mujeres. Por lo que es necesario vertlicar que hala una exprcsión genuina de

la roluntad de las concejalLs, ñismd qte sea libre de presiones e iniercncios
como chantajes, aclos de hostigamiefito, erclwión, eiercicio de la violencia,
enlrc otrus. Y, dnte la duda sobre si hubo una mdnifestación de la roluntad
realizada en ejercicio del derecho del libre desatollo de la personalidad, se

deberti dar por no cumplida la segunda hipótesis de lq ¡nposibiliddd fáctica de

la rcgla de paridad (énfasis añadido).

(...)

243.Pues hien, considerand¡¡ lotlo lo antetior, aunque los plincipios de

democracia representatha y de gobemabilidad de los GAD, como se dijo, pueden

rcsultor afeclqdos, hay rctzones de mayor peso pata preferir la aplicacíón tlel
ptincipio de pdr¡dad y con él la igualdad real de las mujetes en la pdtlicipación
en la vida pública debilo al grado act al de disctirltinación sist¿r ¡ca efi esd

materia, como se h.t mosfrarlo. Y porque la probabilidad de que se preseúte

cosos de afectación al ptinc¡pio democrático ), l4 gobemabilidad de los GAD
depende de cuánfo los movimieklos ! parti.los polificos promue'r.t c! sus

miembros mujeres para que integren en dyor número los concejos munic¡pales:

si hay mas t uieres es menos probable que dichos principios se afectea De

manera que esa regla de pariclad bíen puede funcionar como u incentivo para

acelerar el logro de la igualdad real de las muieres si/. le et que sacrificar ningún

otro principio.

244.5e concluye, entonces, que la afectrtció del príncipio de democtaciu
rcpresentL¡ti'a y la gobernabílidad de los GAD no constituye una imposibilidad
normati)a para la aplícación de la regla de paridad del artículo 317 del
COOTAD",

De 10 expuesto se desprende que: , de acuetdo con los articulos 61 y 317 segundo inciso
det COOTAD y 167 de la LoE, la designación de vicealcalde la debe realizar el concejo

I
§
,
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con el voto de mayo¡ia absoluta (la mitad más uno de sus integrantes); y. i, la elección
de vicealcalde debe respetar el principio de paridad y, de ser el c¿rso, las excepciones
fácticas desarolladas por la Corte Constitucional en la sentencia No. 1041-19-JP/25. de
9 de enero de 2025, las cuales se configuran: "(i) cuond.o el concejo m nicipql se integre
ehlelamente por hombres, y (ii) cuando, habiendo una o más mujeres, ninguna de ellas
aceplqra el c(ugo".

2.2. Mryoría ¡bEoluta. -

El funcionamiento de los órganos colegiados, como los órganos legislativos de los
gobiemos autónomos descentalizados (en adelante, ",los G,{D'). está sujeto a reglas de
quórum para su válida instalación y para la adopción de decisiones. El o¡denamiento
juridico establece distiotos tipos de mayorías - simple, absoluta o calificada - según la
natüaleza del acto a aproba¡.

A manera de ejemplo, el a¡tículo 8 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa5 (en
adelante. "¿OF¿") deñne las mayorias en los siguientes términos:

" l. Se eñtehderá por mayo a simple, el yoto fdyorable de la mitad ñ¿s uno rle
las y los asambleístas presentes eh lo sesión del Pleno;
2. Seú mayoría absoluta, el rofo fqvorable de la mitad más uno de las y los
osambleístss que integran la Asamblea Nacional; y,
3. Será moyoría caliJicada, el voto Javorable de lds dos tercerds portes de los j
los usambleístas que integran la Asanblea Nacionol,

Si en el qílculo del núrrreru de tolos rcque¡ lo para cada mayoia, el rcsultado
no es un núnteto enlerc, se enlendeli que el rrúmeru requeúdo es el núme¡o
eLterc inmediato superior" (énfasis añadido).

Idéntica previsión consta en el a¡tículo 67.37 del Código Mwricipal pam el Distrito
Metropolitano de Quito6 sobre la forma de calcula¡ el número de votos, si el resultado no
es un número entero.

De 1as normas previamente trarisclitas se aprecian las siguientes reglas aplicables a las
votaciones de los ó.ganos colegiados:

a) Tanto la mayoría simple como la mayoría absoluta requieren el yoto favorable de
"la mitod más uno". diferenciándose únicamente en la base de ciílculo: la mayoria
simple se computa sobre los miembros preseot€§, mientras que la mayoria
absoluta se calcula sobre la totalidad de los integrantes del órgano colegiado.

b) Si el número de miembros es par, la mayoria absoluta se obtiene sumando uno a
la mitad exacta. Por ejemplo. en un cuerpo colegiado de ocho miembros, Ia mitad
es cuatro; y, por lo tanto, la mayoria absoluta se conñgura con cinco votos.

t LOt L, ptblaatu er el Supleñento del Regrno OfEúl No. ó42 d. 27 de jrha de 2009. ,1 tuno M¡itu¡do en 2020.
6 

Cód¡Ao Mundpot pnru el Dktuo M¿topol,@o d. Qut¡o ptbh.odo en ta Edición E:pecal det REAisrc Ol¡¿iot \o. 172 & S de
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c) Si el número de miembros es impar, la mitad no señi un número enterc. En tales

casos. segú¡ lo previsto en la LOFL, se entiende que el número requerido es el
entero inmediato superior. Porejemplo. si hay siete miembros, la mitad es 3,5, por
lo que la mayoria se alcanza con cuatro votos.

De acuerdo con el a¡ticulo 61 del COOTAD, la elección de la segunda autoridad del

concejo - vicealcalde o vicealcaldesa debe realizarse con mayoría absoluta d€ lo§

miembrcs que integran el órgano legislativo del GAD.

De forma concordante. el artículo 320 del COOTAD prevé que los órganos colegiados de

los GAD, enre ellos los concejos ca¡tonales, para reunirse y adoptar decisiones válidas
"en cualquier clase de sesió¡ ', deben observar el quónrm previsto en esa no[na que e§

de "la maroúa absolula conÍodn la pot la ,nilad ,nás uno de los miembros del órgano
legislalivo, salvo lo díspuesfo e este Código '(éofasis añadido).

A su vez, el articulo 321 del COOTAD dispone:

"Arl. 321.- Votaciones. - En los gobiernos autónomos descentraliza¡los la
rotacióñ en los órganos legislaliws podrá ser de moheru ord¡kar¡a. nominatí\,a

o nomin¡ll razonada. El toto nomíhal razoñado se realizará en orclen alfabético y
no podrán abstenerse ale toldr ni ret¡rarse del salón de sesiones unavez díspuesta

la votacíón por el ejecutivo. Todo volo en blanco §e acumulará q ld maloia

Los ejeculivos de los gobiernos autónomos descentralizado§ lendtán voto en las

decisiones de los respeclitos óryanos legislatiro§; en cqso de empate su roto set'á

dir¡rnente. " (énfasis aladido).

Sobre el voto dirimente del alcalde, la Procu¡aduría General del Estado se ha pronurciado

reiteradamente. En el oficio No. 00521, de 18 de febre¡o de 201l, señaló:

,Codorne a las cit.tdas disposiciones legales, se desprende que el Concejo

Municip.rl de Pofioviejo está integodo por los conceidles y por el alcalde, esfe

úllimo co,t derccho a volo en todas las decisiones del ótgalo legislatiro, y con
voto dirimenle en coso de ocuflb empqle en dichas decisiones, diliñekc¡o que

se conttítuye eh un \roto califica&tya que de producine empale en las deckiones
del concejo munkipal' la decisión se deberá adoPtar en el senlido en que el
alcalde consigne o *prese su eolo. (énfasis dñqdido).

(...)

En re/erencia al vocablo 'mayoría', el indicado D¡ccionario en el Tomo V (pág.

357) expreso: 'En lo numérico y elecloral, contrq la espatciduformula de que la
mayoría es la nitaal ás uno', conviene aclarar que eso es verdad en los números
pares; por eiemplo. de 10. la mayoríu son 6, donde se cumple lo anles recalcado.
Sih eñbargo, en los impares, la mayoría es la mítad ruis medio : como resuha

fácil ad|errt ti se trata de 9, en que 5 son noyoría.' En lanlo que por 'mayoría
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absol ta' (pá9. 357-358) expresq: 'La formada por mas de la mitsd de lot wtos.
Tralándose tle número par, la mayoria absoluta ls constítuye el enlero inmedi.tto
superior o la mitqd; de 8. lo es 5, y los demás hosta 8. Si el núrnerc de vo¡os o
votanles es impar,la mayoda absoluta lq delemina el número enle¡o que sigue
a lo lracción mttemdtica de la mitad: así, de 7 aula mitad e§ 3,5- la mayoia la
Jormon 4, y hs cilras mqyores hasla 7. De alcataorse tdntos votos como votantes,
sunque q.ista mayoríd absoluts por supuesto, debe hablurse con preferencia de
unonimidad' .

(...) se cotcluye que para adoptat decisiones el cualquiet clase de sesión, el
Concejo Municipal de Portoviejo reqüiere de la presencia o qxórum de
instalación de la mayoía absolaaa confomada pot ls mitad mds uno de Io§

miembros del óryano legislativo. conJbrme lo dispone el artículo 320 del Código
Orgánico de Organización Territoridl, Autonomía y Desceqializdciór ". (énfasis

añadido)

Este criterio ha sido confirmado en el oficio No. 10894. de 26 de marzo de 2025, en el
que se reafinna que la mayoria absoluta debe entenderse como "/4 miÍad mlis uno de los
integrahtes del órgano". confome al articulo 320 del COOTAD, incluyéndose al
eiecutivo como miembro del cuepo colegiado, señalando lo siguiente:

"En lo que respecta al cálculo numérico de los mayoias, se rctornq lo §eñalado

en el oJicio No.000521 de 18 de Íebrcro de 2011, mediante el cual se absolvió
uns consulta plonleada por la alcadía del Canlón Pofiovieio sobre el cálculo de

unq mtyo a absoluta en un concejo municípal. (...)

De la normativa analizada se desprende lo siguiente: (...) i, (.,.) la mayo¡ía
absoluta de sus miembro§, enle,rdidq corno la mitad mds udo de sus inleg¡qrrtes,

según lo preisto en el artículo 320 del COOTAD (...) ". (¿nfasis añadido)

-

(...)

3. Pronunciamizlto.-

En atencíón a los lérñinos de la consulta se conclrtye que, confbrme el arlículo
320 del Código Orgánico de Organización Territotial, en k¡s Cobietnos
Autónomos Descen¡ralizados Parrcquioles Ruroles la mqvoría absolula -pqra
configuro el quórum para reunirse para adoP¡ar .leciriiones eh sesiones- se

conforma con la mitad mds ano del Íotal de vocales que integran la Junkt
Paffoquial Rural1...) ". (ónfasis añadido).

Ahora bien, si bien el voto dirimenle del alcalde está expresamente previsto en lo§

articulos 253 de la Constitución.60 literal c) y 321 del COOTAD, su aplicación se limita
a casos de empate y no puede invocarse para suplir la falta de mayoria absoluta en

decisiones que expresamente requieren este tipo de mayori4 como es el caso de la
elección del vicealcalde o vicealcaldesa- regulada en los aficulos 6l y 317 del COOTAD

I
a
t

-t
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De lo expuesto se desprende qüe: d) en cumplimiento de los aficulos 61 y 317, segundo
inciso, del COOTAD, así como al artículo 167 de la LOE, la designación de la segunda
autoridad ejecutiva -vicealcaldesa o vicealcalde- debe ¡ealizarse mediante mayoría
absoluta del conceio ca¡tonal, esto es, qon el voto favo¡able de la mitad más uno de sus
integrantes. Asimismo, dicha designación debe observar el principio de pa¡idad de género
previsto en la normativa constitucional, salvo que conctman las excepciones fácticas
determinadas por [a Corte Constitucional en la sentencia No. l04l-19-JP/25, de 9 de
enero de 2025, a saber: (i) cuando el concejo se encuenre conformado exclusivamente
por hombres; o (ii) cuando, existiendo una o miás mujeres en su integración, ninguna de
ellas aceple el cargo; á) la mayoría simple se calcüla con base en los miembros presentes
en Ia sesión; en ta¡to que la mayoria absoluta se establece con respecto al número total
de integrantes del órgano legislativo, incluyendo al ejecutivo del GAD, de conformidad
con el articulo 320 del COOTAD; c) si el c¡ílculo del núme¡o de votos requeridos para
alcanzar la mayori4 ya sea simple o absolut4 resulta en una fracción, se entenderá como
válido el número entero inmediato superior, segrin lo prevé el afiiculo 8 de la Ley
Orgánica de la Función Legislativa: d) finalrnente, en caso de empate en una votación. el
ejecutivo del GAD ejerce el voto dirimente, de acuerdo con lo dispuesto en el afículo
253 de la Constitución de Ia República, y los articulos 60, lite¡al c), y 321 del COOTAD.
Sin perjuicio de lo anterior. este voto dirimente no suple el requisito de mayoria absoluta
cuando la ley expresamente 10 exige.

3. Pronu¡ciamietrto. -

En atención a los té¡minos de la consulta se concluye que, en armonia con los artículos
61.317 inciso segundo y 320 del Código Orgánico de Organización Tenitorial,
Autonomla y Descentralización, para la elección de la segunda auto¡idad ejecutiva de un
gobiemo autónomo descentralizado municipal no es procedente la aplicación del voto
dirimente del alcalde ya que se ¡equiere d€ mayoría absoluta - es decir, el voto favomble
de la mitad más uno de los miembros que integran el Concejo Cantonal, incluyendo a su
ejecutivo -. según lo establece el numeral 2 del articulo 8 de la Ley OrgáLnica de la
Función Legislativa.

El presente pronunciamiento es obligatorio para Ia Administración p¡iblica y se limita a
la inteligencia y aplicación general jurídicas. Su aplicación a casos
institucionales específicos es de exclusiva idad de la entidad consultante y de
cualquier otra entidad pública que lo aplique.

ente,

\_,---'

DEL ESTADO
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Oficio No. 12690 

 

 

Quito, DM., 13 de agosto de 2025 

 

 

Mayor (B) Ing. 

Vicente Orlando Vallejo Lara 

Jefe 

CUERPO DE BOMBEROS DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 

DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN RIOBAMBA 

Riobamba. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CBGADMR-JB-2025-353-OF, de 17 de julio de 2025, ingresado en 

el correo institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se solicitó 

la reconsideración del pronunciamiento constante en oficio No. 12236, de 11 de julio de 

2025, exclusivamente respecto de la primera consulta formulada por el Benemérito 

Cuerpo de Bomberos de Ibarra (en adelante, “CBI”) sobre la aplicación del artículo 53 

del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública1 

(en adelante, “RGLOSNCP”). 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1.  Antecedentes. - 

 

De los oficios remitidos y documentos adjuntos se desprende que: 

 

La primera consulta, inicialmente planteada por el CBI mediante oficio No. 099-CBI-

CG-2025, de 6 de mayo de 2025, fue formulada en los siguientes términos: 

 

“1. ¿De conformidad con el tercer numeral del Art. 53 del Reglamento General 

de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública es 

indispensable que el documento que desarrolla los ‘Términos de Referencia’, 

contenga exclusivamente nueve (09) componentes o se pueden aumentar más 

componentes al documento; en concordancia con la premisa constitucional 

(Constitución, Art. 226), que en Derecho Público se hace solo lo que está 

establecido en el ordenamiento jurídico?” 

 

El Criterio Jurídico No. AJ-010-2025-CBI, de 6 de mayo de 2025, suscrito por la 

Responsable de Asesoría Jurídica del CBI, citó los artículos 82 de la Constitución de la 

República del Ecuador2 (en adelante, “CRE”); 51, 52 y 53 del RGLOSNCP; 3 numeral 7 

                                                           
1 RGLOSNCP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.87 de 20 de junio de 2022.   
2 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
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de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional3 (en adelante, 

“LOGJCC”); y, las sentencias de la Corte Constitucional No. 2403-19-EP/22, No. 2246-

17-EP/22 y No. 2052-17-EP/22, de 12 de enero, 14 de septiembre y 11 de mayo de 2022, 

respectivamente, con fundamento en los cuales concluyó: 

 

“3. CONCLUSIONES:  

 

 El criterio del Abogado de la institución respecto de la primera consulta 

es que, en aplicación de la premisa del Derecho Público, respecto que 

sólo se puede hacer lo que establece el ordenamiento jurídico, y con 

fundamento en el derecho constitucional a la seguridad jurídica, el 

documento que desarrolla los ‘Términos de Referencia’ debe contener 

exclusivamente nueve (09) componentes, conforme lo establece el tercer 

numeral del Art. 53 del Reglamento General de la LOSNCP. Cualquier 

exigencia adicional que requieran las entidades contratantes, deberán 

considerarse en otros documentos preparatorios, pero no se puede 

desnaturalizar la regulación del tercer numeral del Art. 53 del 

Reglamento General de la LOSNCP” (lo subrayado me corresponde). 

 

El pronunciamiento de esta Procuraduría del cual se solicita la reconsideración parcial, 

contenido en el oficio No. 12236, de 11 de julio de 2025, analizó los argumentos 

expuestos por el CBI en el citado criterio jurídico y concluyó: 

 

“3. Pronunciamiento: 

 

(…)Dichos términos deberán contener obligatoriamente, como mínimo, los nueve 

componentes previstos en el numeral 3 del artículo 53 del referido reglamento. 

No obstante, ello no impide que las entidades contratantes, en ejercicio de sus 

competencias, puedan incorporar elementos adicionales que contribuyan a 

repotenciar o mejorar el objeto de contratación previamente delimitado, siempre 

que no se contradigan los fines del procedimiento ni se altere el objeto de 

contratación” (énfasis y subrayado corresponden al texto original).  

 

2. El pedido de reconsideración. - 
 

El memorando No. CBGADMR-GAJ-2025-110-M, de 16 de julio de 2025, suscrito por 

el Asesor Jurídico del Cuerpo de Bomberos del Gobierno Autónomo Descentralizado 

Municipal del Cantón Riobamba (en adelante, “CBR”), sustenta el pedido de 

reconsideración. En este se reiteran las normas invocadas por el CBI, y se citan además 

los artículos 226 de la CRE y 3 numerales 5 y 6 de la LOGJCC. El informe concluye: 

 

“3. CONCLUSIONES: 

 

 La incorporación de componentes adicionales a los Términos de Referencia 

(TDR) vulnera el principio de legalidad propio del Derecho Público, al permitir 

                                                           
3 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   

3232



 
 
 
 
 
 
 

 

 

CUERPO DE BOMBEROS DE RIOBAMBA 

0008582-2025 

Página. 3 

 

 

acciones no contempladas expresamente en el numeral 3 del artículo 53 del 

Reglamento General a la LOSNCP. En la gestión pública, actuar fuera del 

marco normativo es una transgresión de los límites que garantizan la seguridad 

jurídica.  

 

 Permitir dicha práctica fomenta la arbitrariedad administrativa y la dispersión 

en la elaboración de TDR, atentando contra la estandarización y uniformidad de 

los procedimientos administrativos. Cada entidad podría incorporar requisitos 

innecesarios, generando confusión y favoreciendo prácticas discrecionales. 

 

 Esta interpretación amplia del pronunciamiento compromete seriamente la 

eficiencia administrativa, creando trámites innecesarios, sobrecarga documental 

y retardos injustificados en los procesos precontractuales. Por ello, resulta 

aconsejable reconsiderar el criterio emitido, en atención al interés público y a la 

correcta aplicación del principio de legalidad como límite esencial del actuar 

estatal” (el énfasis me corresponde). 

 

3. Análisis. -  
 

Del pedido de reconsideración se observa que, en lo principal, se reitera el análisis 

efectuado por el CBI al plantear sus consultas sobre la aplicación de los artículos 51, 52 

y 53 del RGLOSNCP (relacionados con la formulación de las especificaciones técnicas 

y los términos de referencia). 

 

Al respecto, se manifiesta lo siguiente: 

 

a) Los términos de referencia constituyen las condiciones específicas bajo las cuales 

se prestan los servicios o se desarrolla la consultoría;  

 

b) Para la contratación de servicios, incluidos los de consultoría, el artículo 53 del 

RGLOSNCP establece nueve componentes obligatorios que buscan garantizar 

una adecuada delimitación del objeto contractual. 

 

c) De acuerdo con la naturaleza del servicio, el inciso final del artículo 51 del 

RGLOSNCP prevé expresamente la posibilidad de incluir componentes 

adicionales a los nueve obligatorios, como lo son las especificaciones técnicas 

relativas a los bienes necesarios para su ejecución, siempre y cuando no se 

contradigan los fines del procedimiento ni se altere el objeto de contratación. 

 

Es decir, las entidades contratantes, en ejercicio de sus competencias, pueden incorporar, 

adicional a los nueve componentes obligatorios establecidos en el numeral 3 del artículo 

53 del RGLOSNCP, otros elementos que contribuyan a repotenciar o mejorar el objeto 

de contratación previamente delimitado, siempre que no contradigan los fines del 

procedimiento ni se altere el objeto de contratación.  
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4.  Ratificación del pronunciamiento. - 
 

Una vez analizados los argumentos expuestos en el pedido de reconsideración, esta 

Procuraduría concluye que no existe fundamento jurídico suficiente para modificar el 

contenido del pronunciamiento emitido mediante oficio No. 12236, de 11 de julio de 

2025. En consecuencia, en aplicación del cuarto inciso del artículo 13 de la Ley Orgánica 

de la Procuraduría General del Estado, ratifico lo expresado en dicho oficio. 

 

La presente ratificación debe ser entendida en su integridad y se limita a la inteligencia y 

aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad 

consultante y de cualquier otra entidad pública, su aplicación a casos institucionales 

específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO  

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio Nº  12731 

 
Quito. D.M., 18 de agosto de 2025 

 

Magíster   

Shiram Diana Atamaint Wamputsar 

Presidenta 

CONSEJO NACIONAL ELECTORAL  

Ciudad. 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CNE-PRE-2025-0291-OF, de 29 de julio de 2025, ingresado en el 

correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se formularon 

las siguientes consultas: 

 

“- ¿Los consejeros suplentes en caso de reemplazo a un consejero principal por 

licencia de maternidad o vacaciones deben ser convocados únicamente para las 

sesiones de Pleno conforme lo establecido en los artículos 26 y 34 de la Ley 

Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, 

Código de la Democracia? 

 

- ¿Qué normativa es aplicable para el pago de los consejeros suplentes en caso 

de principalización por licencia de maternidad o vacaciones?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes:  

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos, se deprende que: 

 

El informe jurídico No. 096-DNAJ-CNE-2025, de 29 de julio de 2025, suscrito por el 

Director Nacional de Asesoría Jurídica, subrogante, del Consejo Nacional Electoral (en 

adelante, “CNE”) citó como fundamento, en lo principal, los artículos 61 numeral 7, 217, 

218, 219, 224 y 226 de la Constitución de la República del Ecuador 1 (en adelante, 

“CRE”); 6, 20, 24, 25, 26 y 34 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas 

de la República del Ecuador, Código de la Democracia2 (en adelante, “LOD”); 3 numeral 

1 y 110 de la Ley Orgánica del Servicio Público3 (en adelante, “LOSEP”); y, 2, 4 y 5 de 

la “Norma Técnica para el Cálculo y Pago de Dietas a los Miembros Designados Como 

Representantes o Vocales a Directorios, Juntas, Comités o Cuerpos Colegiados en 

General de las Instituciones del Estado” 4 (en adelante, “Norma Técnica para el Pago de 

Dietas”); con fundamento en los cuales analizó y concluyó: 

 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 578 de, 27 de abril de 2009. 
3 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
4 Norma Técnica para el Pago de Dietas, Acuerdo Ministerial No. 0170, publicada en el Registro Oficial No. 563 de 12 de agosto de 
2015. 
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“El Consejo Nacional Electoral para los casos establecidos en el artículo 34 de 

la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del 

Ecuador, Código de la Democracia, actúa conforme lo determinado en la 

“Norma Técnica para el cálculo y pago de dietas a los miembros designados 

como representantes o vocales a directorios, juntas, comités o cuerpos colegiados 

en general de las Instituciones del Estado”, aprobada mediante resolución Nro. 

MDT-2015-0170.  

 

Para el caso concreto, es menester indicar que, a partir del mes de mayo de 2025 

este Órgano Electoral se ha visto en la necesidad de convocar a un consejero 

suplente para que intervenga en las sesiones del Pleno del Consejo Nacional 

Electoral, en remplazo de una consejera principal, conforme al artículo 26 de la 

Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del 

Ecuador, Código de la Democracia, que en su parte pertinente señala “(…) En 

ausencia del consejero o consejera principal, intervendrá el consejero o 

consejera suplente, previa convocatoria del Secretario del Consejo Nacional 

Electoral”.(…) 

 

Por cada sesión asistida del consejero suplente, se ha procedido en aplicación a 

lo determinado en el artículo 4 de la “Norma Técnica para el cálculo y pago de 

dietas a los miembros designados como representantes o vocales a directorios, 

juntas, comités o cuerpos colegiados en general de las Instituciones del Estado”; 

en este sentido, para la fórmula de pago que le corresponde por concepto de 

dietas, y el procedimiento a aplicarse, se observa lo establecido en el artículo 5 

de la referida norma. 

 

(…) la normativa legal vigente, no contempla un procedimiento específico para 

efectuar el pago como concepto de remuneración a los consejeros suplentes que 

se principalicen de forma temporal para participar en las sesiones del Pleno del 

Consejo Nacional Electoral, mientras dure una licencia por maternidad de una 

consejera principal; de tal manera que, como se ha señalado, una vez convocado 

el consejero suplente a las sesiones del Pleno del Consejo Nacional Electoral, el 

Órgano Electoral le cancela el valor de la dieta correspondiente a cada sesión a 

la que ha asistido” (lo subrayado me corresponde). 

 

2. Análisis:  

  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 de la CRE y el artículo 18 de la LOD, 

la Función Electoral está conformada por el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal 

Contencioso Electoral. En lo que respecta a la integración del CNE, el inciso primero del 

artículo 218 de la CRE establece que dicho órgano estará conformado por cinco 

consejeros principales, quienes ejercerán sus funciones por un período de seis años. 

Además, prevé un régimen de renovación parcial cada tres años, alternando la renovación 

de dos y tres miembros en cada período. El mismo precepto constitucional dispone 

expresamente que “Existirán cinco consejeras o consejeros suplentes que se renovarán 

de igual forma que los principales” (lo subrayado me corresponde).  
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En relación con el proceso de designación de los consejeros, el inciso segundo del artículo 

20 de la LOD dispone que el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (en 

adelante, “CPCCS”) “designará a los miembros principales y suplentes, de manera 

paritaria y alternada entre hombres y mujeres en estricto orden de prelación, entre 

quienes obtengan las mejores puntuaciones en el concurso”, agregando que: “Los 

miembros suplentes sustituirán a los principales cuando corresponda, con apego al 

orden de su calificación y designación”.  

 

Así mismo, el inciso primero del artículo 24 de la LOD dispone que: “Existirán cinco 

consejeras o consejeros suplentes que se renovarán de igual forma que las y los 

principales”, reiterando el último inciso del artículo ibidem que: “La selección de 

consejeras o consejeros principales y suplentes respetará los principios de paridad y 

alternabilidad de hombres y mujeres” (lo subrayado me corresponde). 

 

Por su parte, el inciso primero del artículo 26 de la LOD contempla que el CNE 

“sesionará en forma ordinaria, extraordinaria y permanente”, señalando que las 

sesiones serán públicas y las dirigirá el Presidente, en su ausencia, el Vicepresidente y, 

ocasionalmente, el consejero que se designe, cuando falten tales autoridades. El inciso 

final del artículo ibidem indica que: “En ausencia del consejero o consejera principal, 

intervendrá el consejero o consejera suplente, previa convocatoria del Secretario del 

Consejo Nacional Electoral” (lo subrayado me corresponde). 

  

A su vez, el artículo 34 de la LOD dispone que: 

 

Las consejeras y los consejeros suplentes debidamente convocados reemplazarán 

a los principales en caso de ausencia temporal o definitiva, de conformidad a lo 

establecido en esta ley. En la designación de consejeras y consejeros principales 

y suplentes y su renovación, se respetará la paridad, alternabilidad y 

secuencialidad de mujeres y hombres. 

 

Para el caso de las sesiones del Pleno, las o los consejeros suplentes serán 

posesionados al inicio de la primera sesión en la que se integren, ante el 

Presidente del Consejo Nacional Electoral. 

 

(…) 

 

Las consejeras y los consejeros suplentes, cuando actúen como principales, 

estarán sujetos a los mismos derechos y obligaciones de los consejeros 

principales (lo subrayado me corresponde). 

 

Por otra parte, el numeral 1 del artículo 3 de la LOSEP incluye dentro de su ámbito de 

aplicación, en materia de recursos humanos y remuneraciones a: “1. Los organismos y 

dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial y Justicia Indígena, 

Electoral, Transparencia y Control Social, Procuraduría General del Estado y la Corte 

Constitucional”. 
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En relación con los derechos de los servidores públicos, la letra g) del artículo 23 de la 

LOSEP establece que estos tienen derecho a “Gozar de vacaciones, licencias, comisiones 

y permisos de acuerdo con lo prescrito en esta Ley”. En este sentido, el artículo 26 del 

mismo cuerpo legal prevé que “Se concederá licencia o permiso para ausentarse o dejar 

de concurrir ocasionalmente a su lugar de trabajo, a las servidoras o los servidores que 

perciban remuneración”, según las disposiciones de la referida Ley. 

 

En este contexto, el artículo 110 de la LOSEP que: 

 

“La remuneración de la servidora o servidor que estuviere en el ejercicio de un 

puesto será pagada desde el primer día del mes y hasta el día de efectiva 

prestación de actividades. En consecuencia, las remuneraciones serán 

fraccionables dentro de un mismo mes entre dos personas, por lo que el servidor 

cesante percibirá la remuneración íntegra por los días efectivamente laborados 

del mes en que se produzca la separación” 

 

En cuanto al régimen de dietas, el artículo 125 de la LOSEP dispone que los miembros 

designados como representantes o vocales a directorios, juntas, comités o cuerpos 

colegiados de las instituciones del Estado que no perciben ingresos del Estado tendrán 

derecho a percibir dietas, de conformidad a las regulaciones que para el efecto emita el 

Ministerio del Trabajo”. Esta disposición se complementa con lo establecido en el 

artículo 265 de su Reglamento General5 (en adelante, “RGLOSEP”) que establece que el 

reconocimiento de dietas “se le efectuará a aquellas personas que no tienen calidad de 

servidoras o servidores públicos y no perciben ingresos del Estado”. 

 

En concordancia, el inciso primero del artículo 4 de la Norma Técnica para el Pago de 

Dietas prevé que las dietas son valores pecuniarios que una institución del Estado “puede 

reconocer a las y los miembros designados o delegados por su máxima autoridad, como 

representantes o vocales a directorios, juntas, comités o cuerpos colegiados en general”, 

por cada sesión del órgano a la que asisten y siempre y cuando dichos miembros no 

percibieren ingresos del Estado. 

 

De lo manifestado se observa que: i) corresponde al CPCCS designar a los miembros 

principales y suplentes del CNE, de manera paritaria y alternada entre hombres y mujeres 

en estricto orden de prelación, entre quienes obtengan las mejores puntuaciones en el 

respectivo concurso; ii) corresponde a los consejeros suplentes, debidamente convocados 

por el Secretario del CNE, reemplazar a los principales en caso de ausencia temporal o 

definitiva; iii) los consejeros suplentes, cuando actúen como principales, tienen los 

mismos derechos y obligaciones de los consejeros principales; y, iv) el reconocimiento 

de dietas está condicionado a que el miembro del cuerpo colegiado no tenga la calidad de 

servidor público ni perciba ingresos del Estado. 

 

 

 

 

                                       
5 RGLOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 01 de abril de 2011.  
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3. Pronunciamiento.- 
  

Por lo expuesto, en atención a los términos de las consultas se concluye que, de acuerdo 

con lo previsto en los artículos 20, 26 y 34 de la Ley Orgánica Electoral y de 

Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, 

corresponde a los consejeros suplentes reemplazar a los principales – únicamente en las 

sesiones del Pleno del Consejo Nacional Electoral – en caso de ausencia temporal (como 

ocurre cuando media licencia de maternidad o vacaciones) o definitiva, y tendrán los 

mismos derechos y obligaciones que el principal. Para el efecto, los consejeros suplentes 

deberán ser debidamente convocados por el Secretario del Consejo Nacional Electoral. 

 

En ese contexto, los consejeros suplentes que ejerzan temporal o definitivamente las 

funciones de los principales tienen derecho a percibir la remuneración correspondiente, 

según lo previsto en el artículo 34 del Código de la Democracia y en los artículos 3, 

numeral 1, y 110 de la Ley Orgánica del Servicio Público. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oñcio No.

Quito, D.M.,

t2776

2 0 AGo 2025

Tecnólogo en Control de Incendios
Ricardo David Cevallos Galarza
Jefe
CI'ER?O DE BOMBEROS DEL CANTÓN SALCEDO
San Miguel de Salcedo.

De mi consideración:

Mediante oficio No. 038/J/2025, de 7 de julio de 2025. ingresado en la Procuaduria
General del Estado en la misma fecha, se ¡efomula¡on las siguientes consultas:

"¿El tieupo delerntinado en el inciso rtnal del artículo 69 de la Ley Orgdnica
de Garantias lurísdiccionales y Control Constitucional, se colsideru tier po de
prcscripcióh paru el ingrcso de la demanda de rcpeticiót ?

¿Qué tiempo mantiene la entidad para iniciar el pnceso judicial de rcpeliciót?

¿La inwstigación que se realice pot pa e de la Máxima Aufo¡idad para
deferminar los prcsuntos responsables no se conftapone a las Íancione§
establecidas pard la Contraloúq General del Eslodo, estqblecidas en el ,run etal
2 del d ícalo 212 de la Consliluciót de la República del Ecuador?"

Frente a Io cual se manihesta lo siguientel

l. Ant€cedentes, -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende quet

1.1. Las consultas inicialmente fueron planteadas mediante oñcio No. 028/J/2025, de
15 de mayo de 2025, ingresado en la Procuraduría General del Estado el 20 de
mayo de 2025. Posteriormente, mediante olicio No. I 1678, de 2 de jturio de 2025,
e insistencia co¡tenida en oficio No. 11921, de 20 de junio de 2025. se solicitó
refb¡mula¡ los términos de las consultas en vifud de que las mismas ¡1o eshban
dirigidas a la inteligencia o aplicación de una norma, en cumplimiento de 1o

dispuesto er el numeral 3 del articulo 237 de la Constitución de la República del
Ecuador y los a¡tículos 3, letra f) y 13 de Ia Ley Orgrinica de la Procuraduría

I
a
Y

Edifi.io Aruzon¿. Plázá
Av, Añ¿o.as Na9-t2a y Al¿á9.
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General del Estado. El pedido antes indicado fue atendido a tavés del oficio No. .

038/112025. d,e 7 de jrlio de 2025.

1.2. El infome juridico, sin número ni fecha, suscrito por el abogado extemo del
Cuerpo de Bombe¡os de Salcedo (en adelante, "4, de Solcedo"), citó los
articulos l1 numeral 9, 2ll, 212, 226, 229, 235 y 237 de la Constilución de la
República del Ecuadorl (en adelante, "CRE");328 del Código Orgr{,nico General
de P¡ocesos2 (en adelante, "COGEP"),20.67, 68 y 69 de la Ley Orgá.nica de
Ga¡antíasJüisdiccionalesyControlConstitucional3(enadelante,'LOGJCC");y
344 del Código Orgánico Administmtivoa (en adela¡te, "COl '). Sobre esta base,
se analizó y concluyó lo siguiente:

"3.. ANÁLIS$

De la orthetivct eÍpuesfa es necesarío índicar que, pot detetmi aciók
Cohstituc¡ohal los se^)idorcs públicos deben cumplir en todo momento el
principio de legalidad, es decir en derecho público los funcionarios y sel'rielores
públicos solo podemos acluar en barc a la ley y a lo que esta mani.fiesta,
aplicqndo interpretación literdl o textual de la ley.

(...) Al rcspeclo, el t¡empo eslablecido de winte días en la Ley Orgánica de

Garantíds Juris.liccionales y Control Const¡lucional, hace referencia
especficamente al tiempo en que debe durar la in'resligación que es necesariu
rcalizarla para idenlilicat a las prcsunlas pe$o as rcsponsables de los pagos
realizddos por la i stitúció , mas no se puede establecer este tiempo como un
t¡empo .le prescripción patur el ingreso de la cotespondiente ¡lemanda de

repetición.

Se tlebe observar que el tiempo de yescripción se encuentra estdblecido
e¡^pecífrcamente en los artícuk¡s 67 de la Ley (»gáú¡ca de Garqntías
Jurisdiccionales y Control Constítucíonal el mísmc¡ que es concordanle con el
COA y el COGEP, estableciefido que el t¡empo de prescripción es de cuatro años-

Conforme b que establece el artícuk¡ 328 del Cód¡go Orginico General de
Procesos, en el caso de que la sentencia que determínó la existenciq de derechos
'oulnerados y ordenó la reparación económica, haya aclarado la responsabilidad

tC 
RE. ?rbl¡ca¡l, ¿n el RegBno Ofrkl No 119 de 20 de @tube d2 2008: ú¡t¡M re.fotM plbhco¡1a en el Iq.et Sudetukto del

ReEisio O¡aial Na. 377 de 25 .le etura de 2A2¡
) CAGEP, ptblic¿do." el Supl¿w,to d.l Restuto OlcialNa. 50ó.!e 22 de ntola de 2015;1iLiM rcJüña ptblicadd el7 d. jtli.
r LO1JCC, publica.la ea ¿l Seguhdo Sunlehefla d¿l R¿CisDo AJAc¡ol )\!o. 52 de 22 ¿e .cttbe .le 2N9: úht@ rc¡atu ptbliú.la el

! CO,4 p,bl¡cdtla eh e¡ Segutula Suplew»¡o del R.sistta Oíicial Na i I de 7 de julio de 2A I 7: úbim pfama púlicdda ek ¿l
Sesuñ.lo Supkaeñto rl¿1 Reg^no oliadl Na 196¿¿9d¿l¿brctad¿ 2021
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de las q lotidades o de los sel,idorcs públicos, la MáÍ¡uq Auloridad o
Represent.t te legal de la e tidod fiene la oblígación de íníciar el juicío de

repetición en contra de los servídores mencionados en dichd sentencía,
cumplieru)o para el efecto con el prccediniento establec¡do en el COGEP, sin
embargo en el caso de que no se hqya establecido la responsabilidad de las
auto dades o servidores públicos en el pago de la repdración económicq de la
Ley (»gáh¡ca de Gora tías .lutistlicc¡onales en s aúículo 69 prevé que será la
Máxima Autorídad la obligada a ¡.lehtilicat ql plesu to o plesDllos lesponsobles
ejecutdndo und ¡nvestigacíón previa a la demanda.

(...) Del análisis de la nofihqliva c¡tada se ha poditlo establecel que eristen fres
normatitat en el marco jurídico acio al que hqce referencia ql Ju¡c¡o de
Repel¡ción los mismos que tnafit¡enen el carócler de Orgánicas, estas son el
Código Orginico General de Procexts: lu Ley Orgihica de Garantías
Jutisdiccionales y Control Constitucional y el Código Orgánico Administratiro,
las cuales en estas dos úfuimas co concordantes en deteminar que el plazo de

prescripción para lq presentación del juicio de repel¡ción es de cualto años
contados desde el pago realizado por la enti¡lad del esta¡lo, plazo en el cual se

deberá dat inicio al juicio coftespondiente.

(.) La Constitución de la República del Ecuador es clara en determinar las

func¡ofies eslablecidas para lo Contraloría General del Estado, dentro de las
cuales estqblece "Delerfi¡ndr rcsponsabilidades administrati'ras y ciúles
culposas e índicios de responsabilidad peúdl"..lichq entidod con objeto de

establecet las responsabilidades de los seflidores ejecutd algunos procesos
(tdfiinistratiros de auditoríq y exámenes especí.rles, que petuite lq
deletm¡nación de rcsponsabilidatles, las mismas que se estsblecen mediante un
Acto Administrativo, al linalizar el debído pt'oceso e inclltso otorga e el derecho
a la defensa a los serúdores ikvolucrqdos, pol parte la inresligocióh defermifialla
en el artículo 69 de la Ley Orgánica de Garantias Jurisdíccionales y Control
Constituciofial, es únicamenfe con objeto de ideúirtcar a los presuntos
respofisables, es decir no determina rcsponsabilidades sino que únicamenle
estqblece quien o quienes podrían ser l<ts rcsponsubles de la vulnerución de

¡lerechos, dicha responsabilidad seró declarada por pdtte del Contencioso
Adfiíkislrutfuo fiedia te Sentencia, por lo que la investigació me c¡onada no se

constituye en erogac¡ók (sic) de.funciones que fio competen"-

2.- Análisis. -
Pa¡a el estudio de la consulta planteada, el anáisis abordará los siguientes puntos: ,
P¡onunciamiento previo sobre la acción de repetición; i, Prescripción de la acción de

repetición originada por la violación de derechos constitucionales y derechos humanos,
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y plazo establecido en el artículo 69 de la LOGJCC; ,i¡) Pronunciamiento previo sobre
el control extemo y deteminación de responsabilidades de la CGE; iv/ Facultad de la
Procuraduría Ceneral del Estado para absolver consultas.

2.1. Prorutrciamiento previo sobre la acción de repetición.-

En relación con las disposiciones legales que regulan el derecho de repetición, la
Procu¡aduría General del Estado se pronunció mediante oficio No. 12559, de 20 de
octubre de 2017, señalando lo siguiente:

"Paru atender el tema materia de su consulta, se considera como antecedente que
el numeral 9 del artículo I I de la Constítución de la Repúblíca, eslablece el
derecho de repet¡ción del Estado (...).

Lq acción de repetición pretende que el Estado p eda recuperar los valotes que
en su momento turo que pagar paru indemtxizar o reparar daños pro.renientes de
di,etsas acc¡okes ü om¡sio es de sus servídores, cada una de las cuales tiene
caracteristicas especiales, por lo que el ordenamiento jutí.lico ecuatoliaho
contiene yarios cuerpos normati,tos que regulan la acción de repetición del
Estado, entre ellos: la Ley Orgánica de Gara lías Jurisdiccionales y Control
Coistitltcional, el Código Oryánico de la Función .Iudicial, la Ley Orgónica del
Senicío Público y el Código Orgánico Generql rlel Procesos. Er consecuencia,
para atender la consulta cortesponcle examinar el ámbito de oplicación de cada
una de las leyes referidas.

El artículo 67 de la Ley Orgánica de Garantía'^ Jurisdiccionales y Confrol
Constitucíondl (en adelante LOGJCC), se encuentra ubicado en el Capítulo X,
Íitulado 'Repeticíón confra servídoras y seryidores públicos por iol tciók de

derechos', y regula la repetición que proyiene de daños ocasionados por
violación de derechos constitucionales o detechos humanos (...).

Es oporluno reiterat que, para todos los casos, el derecho del Estado y los
instifuc¡ohes del sector público eñ gefietal, paro repetir las indemnizocioncs
pagados como consecuencía de hechos, acciones u omisiones que hubieren
cau¡ado daños que el Estddo hubiere reparado, nace del numerql 9 del qrtículo
I I de la Constitución de la Repúblíca.

Por s parte. el Código Orgánico General del Procesos (COGEP) en su atículo
328, que se inNoca en la consulta que atíerulo, señola lo síguíente:

Att- 128.- Repeticiótt. En los casos en que la sehtencia declare ld responsabilidad
de las autoridades, ser¡idotds o sen'idores públicos en el desempeño de sus

I
E
,
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cargos o l.ts petsonas de derecho prívado que ejerzan potestad pública en úttutl
de concesión o delegacíón a ld iniciativa p tada, se otdehatá q e se ¡kicie el
proceso de repetición contla lodos aquellos, qu¡enes tendrón responsabilidad
solidaria hasta lq solucióh total de la oblígac¡ón.

La rcpefición se sustanciará ante las o los juzgtdorcs de lo coaterrcioso
administrativo fiedia le prucedimienro otdinali¿ (énfasis me coÍesponde).

De la non a trñBctitu, se obseñra que s Drimer inciso alude únicdmente a los
casos e los que una sentencia declMNidoles
públicos contrd quien deba repet el Estado, y pot tanto no se rertere a aquellos
casos en los que, la resporcabilidad del señlidol público no haya sído declarada
por los órganos judíciales, como por ejemplo el reglado por la LOGJCC que se

citó en los antecedentes y que impone al Estado, una wz efectuqdo el paggJbk)!
doños ocasionados. qfecluatá la itNesl¡g.tc¡ófi tend¡ente a idenfificar a los
sen¡dores resoonsables como rcqu¡sifo previo dl inicio de la acción iudicial de
rep4j4!ü \subtat a.do me conesponde).

De lo dicho se apreci.t que, el primer ínciso del qrtículo 328 del COGEP no
puede ser considefttdo como ü a no/üa general que, establezca para Íodos los
casos los req ¡s¡tos sustanciales de la acción de repet¡ciórt, pues como se ha
analizado a lo largo de este pronuncidmiento, dichos rcquiltítos se deberán
cumplir en función del orisen o fue le de lq rcsDo,s'abilidad del seryidor v oor
tanto seshl el cuerpo hotmat¡.ro espqlfjlgÚgúg gpülgbk 3! !40!q !4§o
(subrayado me conesponde).

Por ofra parte, le segundo ínciso del artículo 328 del COGEP, establece el
procedimie to aplicable para que el Esta.lo y las entidades del sectot público
ejeqah la acción de repetición ante los órganos de la Función .|u¿licial, y que
según esa norma es el procedimiento ordinafio rcgulado en ese mismo Código
Orgánico.

En cuanto al procedimiento aplícable para el ejercic¡o de la acción judícial de
repetíción, el dltículo 71 del la LOGJCC es concorddnte con e segundo ¡nciso del
c¡fado afiículo 32lt del COGEP, al establecer que se obsefle el prccedimiento
ordinalio preústo en el COGEP.

De otro lado, el numerel 14 de qttículo 217 del COFJ, establece lq coüpetenci.t
de los Tribunales Distítales de lo Contencioso Aclmifl¡shattuo e incluye en ella,
las acciones de rcpeticióh, según se qprecia del texto de ese nurhefi (...).

r
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Es dech, que rcspecto a la competencia de los jueces para conocet y sustqtcias
los procesos .¡udiciales que tengan por preten;tió lq repeticióh del Estado
respecto de sus servidores, los artículo 68 y 71 de la LOGJCC, la Disposición
General Vigésimo tercera de la LOSEP y el numeral l1 del articulo 217 del
COFJ, guardan armonía con el segundo inciso del artículo 328 del COGEP, qüe

asigno competencia u los jueces de lo conlencioso aalminisfr.ttívo para conocer y
resober la[ tcciokes de lepetic¡ó -

Del análisis jurídíco que precede, se observa que toda acción de repeticíón a la
que se rufiere el lercq inciso del numeral 9 del artículo I I de la Constituc¡ók de
la Repúblico tiene por finalidad que el Estatlo recupere kts valores que hubíere
pagado para reparar daños ptovenientes de hechos, acciones u omisiones de
senidores públicos, cada una de lds cuales se regula y sujeta a su propio régiaeh
juríd¡co especírtco, s¡ embargo, la LOG.ICC, l.t LOSEP, el COFJ y el COGEP
concuerdan al conferir a la jurisdicción contencioso adminislrativq, competencía
paru susloncia y rcsolver en sede judicial las acciones de repelición q e el Estado
ejerza para recuperur lo pagat*t, tued¡akte el prccedihie to otd¡nafio rcglado
por el COGEP".

De este pronunciamiento prcvio se desprende 10 siguiente: y' la acción de rcpetición
permite al Estado rccuperar los valo¡es pagados para indemnizar o reparar daños
ocasionados por hechos, acciones u omisiones de sus se idores públicos; iy' en la
Iegislación ecuatoriana varios cuerpos nonnativos regulan la acción de repetición del
Estado, tal como: la Ley Oryánica de Gamntias Jurisdiccionales y Control
Constitucional. el Código Orgrinico de la Función Judicial, la Ley Orgánica del Servicio
Público y el Código Orgiinico General del Procesos:, iii) la Ley Orgitrica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional regula especificamenle la repetición derivada
de daños ocasionados por la wlneración de derechos coflstitucionales o derechos
humanos; y, ir) la competencia para sustanciar y resolver las acciones de rcpetición
coresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, donde se tamitan estos
procesos según el procedimiento establecido en el COGEP.

2.2. Prescripción de la acción de repetición originada por la violación de derechos
constituciotrales y derechos humaoos y plazo establecido err el articulo 69 de la
LOGJCC. .

El articulo 306 del COGEP, relativo a la oportunidad paÉ presentd la demanda,
díspone: "Para el ejercicio de lqs acciones cohtencioso-tribütarias ! conte c¡oso
admi istrativas se obsefl,ar¿ lo siguiente: (...) 7. Lds demás acc¡ones que sean de
competencia de lds o los juzgadorcs, el térmíno o plazo será el determinado en la ley de

acuetdo con la nafuraleza de la prete sió ".

I
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Adicionalmente, el alículo 307 del COGEP dispone que, en el caso de las demandas
prcsentadas ante los jueces de Io contencioso administrativo o en aquellas materias
especiales que segúLn su legislación contemplen la prescripción del derecho de ejercer la
accióra, 'el juzgador deberá verificar que la demanda hoya sido presentada dentro del
término que la ley prevé de manera especial. En caso de que no seq presentadu dentro
de témino. inadm¡tir.i ld denanda".

En el iimbito de la LOGJCC, el inciso primero del artículo 67 detemina que el derecho
de rep€tición tiene como objeto: "1...) declarar y hacer efectíva la responsabilidad
patrifionial por dolo o culpa grave de las servidoras y semidores públicos en el
ejercicio de sus funciones" y se origina "cuando el Eslqdo ha sido cohdenado a
repatat mdterialmente mediante se tenc¡a o auto deinitito en un proceso de garuntíalt
jur¡sd¡cc¡onales o e utle senfencia o resoluciófi dertn¡th,a de un organísmo
ínternacíonal de protección ¿le clerechot¡ " .

El inciso segundo de este artículo prevé Ia obligación del Estado, sus delegatarios,
concesionarios y toda persona que ejerza potestad pública de "/¿parar las violaciones a
los derechos de kts purticulares por la falta o dertcie cia e lo prestación de los
servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionar¡as y funcionotios, )'
empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos".

Finalmente, el inciso tercero establece exprcsamente que: "Za acción tle rcpetición
prcscribini en el plazo de cuabo qños, contados a partir de la realización del pago
tofal hecho por el Estado " (énfasis añadido).

En este contexto, el articulo 69 de la LOGJCC prevé que:

lnvestigación previa a la demanda. -La míaima autoridad de la entidad debeú
determi dt, previa a la presentdcíón de la demanda, la identidad de las
pe*onds presunfa ente rerpotlsables de la úoldción o violaciones de derechos.
La mtixíma auforidad de d¡cha iñstitución estaú oblig.td.t a identirtcat al
presunto o presuntos responsobles, aún en el caso de que yd o conlí úe

trabaj ando para dicha institución.

(.. )

La intesfigación previsla en este art[culo fio podrd exfendefse por más alel
término de veinfe días, trunscurr¡do el cuql la mdx¡ma autorídad de la enÍ¡¡Ltd o
la Procuradora o Procurador General deberó presentar la dema da (éífasis
añadido).
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En la sentencia No. 7l-17-EP/22, la Corte Constitucional precisó los ¡equisitos pam

activa¡ la acción de repetición:

q) que el Estado haya sido .ondenado a reparqr materialmente medianle
senÍencia o autos defrnitilos en un proceso de gqrahfí..ts jurisdiccionales o en

una sentehcia o resolución de un organismo ínleruqc¡onql de prctección de
derechos; h) que el Estado haya pagado la loralidad pot conceplo de
rcparución ,nateial a Íavot de la vlclima; c) que lq disposición de pago por
concepto de reparación inlegrul se haya producklo como consecuencia de la
corulucta dolosa o culposa del .fitñc¡ondrio o ex .funcionario público
debidamente comprobada; d) poru casos en los que la móxima outoridad sea la
l¿giti ada actil,,a, previo o lo prcserrloción de la demanda, esta deberá
dele¡mina¡ la identidad de las penonas presuntamente responsobles de la
violación o violaciones de derechos, a ,ravés de urra ineestigaciór, qae no
podrá e¡tendeoe pot ,n!Ís del thmirro de 20 días. La tmLtina aatoridad de

dicha institución estard obligado a identilicü al presunto o presanlos
rcsponsables, aúr, en el coso de qae la no continúen babajaído paru dicha
institución: y : e) si no se llegd a determinqr lq identidqd rle los prcsuntos
responsables, la Procut'adora o Procura¡lor General del Estddo debe presentar
la demandu .le repeticióú en contrd de lu mdxima autorídad de lq entidads
(énfasis añadido).

Asimismo, la Corte enfatizó que el incumplimiento de la investigación previa, o su

realización fuera de los pañímetros Iegales y jurisprudenciales, genera la improcedencia
de la acción de repetición.:

''32. De la lectura de los artículos 6717 y ó918 de la LOGJCC, se evidencia quc
el legislador ho rtjado errtre los elemenlos de prucedibilidad de la rcción de

repetición la erigerrcia de lo identif,cación de los funcionarios o ex

Íuncio\afios públicos, p¡esuntamente .esponsobles de la eiolaciór, de derecho§,

como uta condic¡ón prelia que habilite la acrh'aciór, de la occión de repetición,
Esta obligación se encuenÍta a cargo de la máxímct autoridad de la instifución
públicq que qctúa cotto legitimada activa y debe cumplirse mediante lo
contiecución de u a invesÍigación previa u la presentdción de la respecti'a
denqnda. (...) Esle pruceso iwestigativo no podrd extende6e por mds del
témi o de 20 dlas.

33. En otras palabras, sobre la particularidad de la iwestigación preúa, como
rcquisito de procedibilídad de ls accíóh de repeticiók, el propio afiículo 69 de la
LOG.ICC apunta, entre otros, al procediñiek¡o admin¡sltattuo sanc¡ohafo/¡o. al
interior ¡le lo institución accioio.lo, como uno de los mecanismos idóneos para

-
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lletar a cabo intestigaciones con el rtn de determinar la ¡dentidad de los

funcioiarios o ex .fu cional¡os a cargo de las obligaciokes incumpl¡das que
habrían generado la víolución o riolacio es de ¡lerechos, sin que ello ¡ñplique
que ld ínyestigación previa deba equiparcrse sienpte a un prccedimiento
administrutfuo smciotwtotio. Er, ese sentido, esfe Organismo evideficiq que el
anículo 69 de la LOGICC, ,ro solo teconoce al proce.limiento administtofito
sancio atofio corno ufi mecafiismo sufrciente pqra campli la obligación de la
entülad pública de determinar la idenlitlad de los prcsuttos rcsponsable§ (,.,)

31. Al respecto esta Corle estimd necesario recordar que ni la consecución de los

lines de la occ¡ón de rcpetición señalados en el pára.fo 29 ut supra, ní la
celer¡dqd que se preté del proceso ¡ntestigalito qdminisfrativo rcsfringido al
térufuo de 20 días, exime a la mdxima aulotfulatl de la institución pública, de
garuntizat y velar por el cafiplimienlo de las gsruklías del debido proceso
cofiteñdas efi el artículo 76 de la CRE. Dicho proceso a¡lministratiro no puede
desconocer la norma constitucíonol relatira al debido yoceso que ilradia lanto o
los procesos de ordenjudicial como administrativos (...).

37. Tenientlo en cuenta todo lo expueslo, esfe (hgahismo ddrierte que, paru que

el rcquisifo de ld ¡nvesfigación previa se entíenda cuuplitlo por lq m¿irima
autotidad de la insrttución pública al presentar la demanda de acción de

repetición eh contta de algún Í nciona o o ex funcionario público, dicha
inrestigación previa debe. (i) haher detetmifiado, yq sea meeliante ¡nfotme o
dictamefi fiotirddo de indole admínistrat¡va, la identücación del presu to
responsable de las obligacíones incumplidas que hayan generado la violacíón o
\liolaciones de derechos; y (ii) haber gdruntizado el cumplimiento de las
gara tías del debido proceso, a través de un proceso de otden ddministrdtivo
coftespo diekfe- Así, debido a que la i testigaciófi prc\)ia co st¡luye ufi requisito
necesario para actirar la acción de repetición, su auseúcia o el incutlxpltutiehlo
de los parámetros fiados en este pronunciamiento, acateurídn la ímprocedencia
de la demunda de la a.-c¡ón de repetición t ... /6" (énfasis añadido)

En cuanto a la inte¡?retación del alcance del a¡tículo 69 de la LOGJCC, según el
numeral 5 del artículo 3 ibídem - que se refiere a la intelpretación sistemática - "¿4s

ofihas jutídicas deberdn ser intetprctqdas a partb del contexto generu¡ .lel terÍo
normati)o, pura lograt eklrc todas las disposiciones la debida coüiitlencia,
correspondencio y armonía", y, de acuerdo con el numeral 7 ibídem intelpretación
liteml 'cuando el sentido de la normq es clarc. se atehdeftj su fekot literal. siti
peúuicio de que, para lograr un resultado justo en el caso, se puedan utílizar otros
métoclos de intet?retación" , concordante con las reglas primera y cuarta de1 a¡tículo 18

d€l Código Civil. Esto implica que el término de veinte dias debe entenderse en su

-
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contexto como un término específico para la etapa de investigación previa, mas no
como el plazo de prescripción de la acción de repetición.

En sintesis, de la normativa y jurisprudencia analizadas se desprende que: i) para el
ejercicio de las acciones que sean de compelencia contencioso administralivas, el
término o plazo será 9l determinado eo Ia ley de acue¡do con la natumleza de la
pretensión; i, en las accio¡es de repetición por violación de derechos constitucionales o
humaaos la prescripción es de cuatro años contados desde el pago total efectuado por el
Estado; ii, a¡tes de presentar la demandq la m¿i\ima autoridad de la entidad debe

realizar una investigación previa pa¡a identificar a los presuntos respo¡sables; y. iv) esta

investigación tiene un término de veinte días, disünto al plazo de prescripción de la
acción de repetición que es de cuatro años.

2.3. Pronunciamielto previo sobre el coBtrol extcrno y d€terminaciótr de
responsabilidades por parte de la CGE. -

Sobre las competencias de control y determinación de responsabilidades, la
Procuraduría General del Estado se ha pronunciado previamente, conforme consta en el
oñcio No. 09188, de 25 de octub¡e d,e 2024, eí el que se analizaron disposiciones
vigentes de la Ley Orgrfurica de la Contraloría General del Estado (en adelante,
"¿OCGE") y se manifestó Io siguiente:

" La Procuroduría General del Estado. mediante el pronunciamienlo conlenido en
el ofcio No.08118, de 29 de agosto de 2024, onalizó las "Competencias de la
CGE establecida en lq CRE ¡'ht LOGCE", y concluyó lo siguiente:

''De lo expuesto se despreru)e que: i) la CGE es el otganismo técnico ¡le control
de la utilización de los recursos estatales y la consecucíón de los objefiros de la§
inst¡luciones del Estado y de los petsonqs jurídica-¡ de derecho privado que

díspongdn de recursos públicos; dirige el sistema de control, liscalizución y
auditt¡riq del Estado nediante el control interno y el control exlerno, que incluye
la eyaluación de la gestión administratira, Íinancíeru y operali'ra de las
entidades; ii) el cotlffol extel' o q e lealiza i la CGE lo eierce ) ediqnte la
audiloria gubernamenlal y el examen especial, con la finalidad de asesorar,
atsistir y prcven riesgos: al respecto, el examen especial 'verificard, estudiará y
evoluará aspectos limilados o de una pqúe de los actividades rclat,as a la
gestión,tinanclera, administraliva, operativa'con posterioridad a su ejecución;
ii las rccomendaciohes de auditoríd, una rez comuñ¡cadas a las ikstituciones del
Estado y a sus servidores, deben ser aplicadas de mqnera inmediala y con el
c.tr.icter de obl¡gatot¡o (...)' (énfaris añadido).

!-
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En cut nlo t la detemiuación de responsabilidades por CGE, ¿l númeru 34 del
aú{culo 31 de lq LOCGE, cohro pañe de las alfibt¿ciorres y fulciones de Iq
CGE, le permite establecer:

i)'responsabilidades individuales a.lm ,bbalivas, por quebrantamiento de las
disposicio es legales, reglamentarias y de las notmas de que trata esta Ley':
ii) 'rcsponsabilidades citiles calposa§, por el periuicio econótuico suÍido por la
entidad u organismo respecti,ro, a causs de la acción u omisíón de sus

iii)'ifidicios de rcsponsabilidad penql, mediante la deteminqciótt de hechos
incriminados por la Ley'. (Enlbsis añadido).

Así, los a ículos 45 al 68 de la LOCGÉ eslablec¿n la Jorma en que la CGE
detetui a las rcsponsabilidades adriinisbolfuas culposa§; citiles calposos; asi
como los indicios de responsabilidad penal, como resullado de una auditoría
gubernamental.

De acuerdo con el ptimet inciso del artículo 15 de la LOCGE, la CGE puede
establecet responsabílidad odministrativa culposa a las autoridades,
d¡gndt.trios, funcionarios y servidores de lai instilucionet del Esto.lo , con base

e/¡: i) el 'análisis tlocumentado del grado de ihobseflanc¡a de las disposiciones
legales relativas al asunto de que se frale'; y, ii) 'sobre el íncumplimíento de la"s

atribuciones, funciones, deberes y obligac¡ones que les competen por razón de su
cargo o de las estipulaciones conttactuales, especialme te lat prcúslas en el
Tifulo III de est6 Ley'.

Según lo previsto por el pr¡nú inciso del afiículo 46 rle la LOCGE, la tqúción
por fakas adhinistrat¡l)as 'originadas en los resultados de las auditorías, serdn
sanc¡onados, con multa de una a veinte temuneraciones básicas uniJicadas del
trabajador del sectot prívado, al dignatario, aufot¡dad, fu c¡otlal¡o o set'Nidor',
s¡n peúu¡cio de olrus rcspoksabilidades, y 'de acuerdo a la gravedad de la falta
cometida, pu¿liendo a(leñás ser destitui.lo del cargo, de conformídad con la Ley'.

Por otra parte, el primer inciso del artículo 52 de la LOCGE detalla el alcance de

la responsabilidad civil culposa: su origen: los sujetos; grado de
responsabilidad; y, las causales por las cuales se ¡kcúle en esta responsabilidad.
Así, knemos que la responrabilidad civ¡l culposa nace de 'una acc¡ó u omisión
culpos.t, dunque no íntencional', que puede incurrir un sentidor oúblico o un

t9I99!9 'autor o bene/icia o, de un acto ad i istati,ro' cuando el acto
adminístrutfuo fuera emitido 'si tomü aquellas cautelas, precautelas o

I CRE, ,lttidla ))9 d. ld CRE son kn'dDres p'iblicos ( ) tada! lds p*soh^ qtu eh d1lqúet ¡dtu o a tulq¡ú ¡íbllo
tdhae", pen¿n setu¡.io! o ¿|¿@n uñ .arg¿ lac¡ón o dis\.b.l dentro ¿el vc,or púúl¡ca '.
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prccauciokes necesarias par.i ev¡tar resulfados peljudicíales dbectos o i directos
a los bienes y recursos púálicos' (énfasis añadido).

E este sent¡do, la responsab¡l¡ddd ci|il culpos.t, conforme el segundo ¡nciso del
ar¡ículo 52 ¡le la LOCGE, 'geneta uwt obligac¡ótx j ríd¡ca itulemnízdtoria del
perjuicio económíco ocasionado a las inslitltciones ¡lel Estado'. Este perju¡c¡o se
calcula a la fecha en la que se produjo la acción u omisión culposot.

Adick nalmente, la oblígación jurídica de la rcsponsabilidad ciyil cltlposa noce
sin cofivención, prcre ienle de uh acto o hecho culpable del set vídot público, o
de n lercero, cometido sin intención de dañar, que se rcgula por las normas del
cuasidelito del Códígo Civil"'.

En concordancia con este marco normativo" la sentencia No. 83-23-lS/25 de la Cofe
Constitucional precisó que:

"en efecto, solo la CGE tiene fdcultad de predeterminat rcspo sabílklades. Sin
embargo, la predeterminación de responsab¡l¡dari es distinta al .iuicio de
repefición- La pre¡leterminación es un ffámíte adminísfratito realizado pot la
CGE; mientrus que el.¡uicio de repetición es un proced¡m¡e Ío judicial que, le
corresponde o la entidad responsable"s.

Esta precisión de Ia Corte delimita cla¡amente que la CGE actúa eÍ el ámbito
administrativo de€rminando responsabilidades a tmvés de sus procedimientos y actos
admin¡strativos, mientras que la acción de repetición constituye un proceso judicial
t¡amitado ante la jurisdicción contencioso-administrativ4 regido por la LOGJCC y el
COGEP.

De lo ante or se concluye que: i) Ia CGE, según los artículos 45 y 46 de la LOCGE,
está facultada para determinar responsabilidades administrativas y civiles culposas, así

como establecer indicios de responsabilidad penal, derivadas de su función de conhol
extemo; i, la responsabilidad civil culposa implica la existencia de un perjuicio
económico al Estado, originado en una acción u omisión culposa, que genera una
obligación indemnizato a; ¡i, la Corte Constitucional, en su calidad de máximo órgano
de interpretación constitucional, ha precisado que la predeterminación de

responsabilidad efectuada por Ia CGE es un acto administativo previo y distinto del
juicio de repetición. que se sustanciajudicialmente por la entidad obligada al pago.

2.4. Facultad de la Procuraduria General del Estado para absolver cons[Ilas-.

El articulo 237 numeral 3 de la Constituciór y los artículos 3, literal 0 y 13 de la Ley
Orgrínica de la P¡ocu¡aduría General del Estado (en adel8¡.fe, "LOPGE") atdbuyen al

I
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P¡ocurador General del Estado la facultad de absolver co¡sultas ju¡idicas con canácter

vinculante - pa¡a la administración pública - sobre la inteligencia o aplicación de

nomas legales, a solicitud de las m¡iximas autoridades de organismos y entidades del
s€ctor público.

En esta línea, el articulo 429 de la Constitución establece que la Cone Cot¡stitucional es

el máximo óryano de contol e interlretación coostitucional y de administración de
justicia en esta materia. El numeral I del a¡ticulo 436 de la Constitución precisa que una
de sus at¡ibuciones es: "Ser la truixíma instancia de interyretdción de la Constifuciót
(...) y Declarar la inconsti¡ucionalidad en que ikcútan las instilucione§.lel Eslal1o o
autoridades públicas que por oñisión inobserven, en forma total o parcial, los
mandatos contenídos en nonnqs constitucionales (...) ".

En concordancia, la sentencia No. 002 09-SAN-CC de la Corte Constitucional, respscto

de Ia competencia del Procu¡ado¡ General, determinó que:

"(...) se dispone al señor Procurador General del Eslado, cumpla con la
Constituc¡ón v¡gente y se absknga delinitivamente de ab§olver con§ullos
relaciotadas a la aplicociór, o in eligencia dc no¡mts prceistas en la
Constilación o en insffu¡nentos internacionales rutÜcados por el Ecuador. De

conformidad con la Conslitución de la República vigente, estss son facultades
prívat¡vos de esta Corte. Sus funciones deben limitatse a la absolución de

consultas sobre la inteligenciq y aplicobilidad de notmqs con rango de ley"
(énfasis añadido).

Finalmente, el a¡ticulo 2 de la Resolución No. 24e, que regula el procedimiento para la
atención de consultas por la Procuraduría General del Estado, prevé que "Las consultas

wrsarán sobre la aolicación de nornas de jerarquía infrqconstitucional sobre crÚr'a

oplicsción erista duda" -

En síntesis. de las normas citadas se desprende que la competencia del Procu¡ado¡

Ger¡eral del Estado se limita a la inteligencia y aplicación de normas

inftaconstitucionales, siendo facultad exclusiva de la Corte CoNtitucional la
inte¡pretación de normas constitucionales y de instrumento§ intemacionales ratificados
por el Ecuador.

f- Pro¡unciamiento. -

En ate¡rción a la primem y segunda consultas formuladas cabe señalar que, de

co¡formidad con lo dispuesto en los a¡ticulos 67 y 69 de la LOGJCC, en materia de

repetición por violación de de¡echos constitucionales o derechos humanos, la acción de

" Resoluciü No.02¿ pnhloa¿a¿n ¿l l¡eqsho oiicial No.532 de l?¿ei iode2019
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repetición prescribe en el plazo de cuatro años cotrtados a partir del pago total
efectuado por el Estado. Du¡ante dicho lapso, la entidad legitimada debe iniciar el
respectivo proceso judicial. Sin perjuicio de lo anterior, antes de Ia presentación de la
demanda, la máxima autoridad de la entidad estí obligada a llevar a cabo una
investigación previa para identifica¡ a las personas presuntamente responsables de la
violación o violaciones de derechos, investigación que constituye un requisito de
procedibilidad y que no podrá extenderse por más del término de veinte días. El término
de veinte días previsto exp¡esamente en el a¡tículo 69 de Ia LOGJCC es independiente.
distinto y no sustituve plazo de Drescripción de cuatro años establecido en el artículo 67.

Respecto de la tercera consulta corresponde precisar que, de acuerdo con la LOCGE, a
la Contraloda General del Estado le compete el control extemo y la determinación de

responsabilidades administmtivas y civiles culposas, así como el establecimiento de

indicios de responsabilidad penal. En este sentido, la Cofie Constitucional. en la
Sentencia No. 83-23-IS/25. ha puntualizado que la predeterminación de

r€sponsabilidades es un trámite administrativo exclusivo d€ la Contraloría General del
Estado. mientras que el iuicio de ¡eoelición es rui p¡ocedimiento iudicial que le
cor¡esponde iniciar a la entidad que realizó el paqo. Por ello, la investieación previa
previsk en el articulo 69 de la LOGJCC no se cont¿pone ni interfiere con las
competencias de la Contraloría General del Estado, toda vez que ambas responden a

fi nalidades, natu¡alezas y efectos jurídicos diferentes.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Admiiristación Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos

institucionales especificos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier olra enlidad pública que lo aplique.

-
1IIII

Abg. J
DEL ESTADO

5353



 

 

 

 

 

 

 

 

Oficio No. 12823 
 

 

Quito, D.M., 25 de agosto de 2025 

 

 

Magíster 

Andrea Bettina Mena Sánchez  

DIRECTORA GENERAL 

SERVICIO NACIONAL DE DERECHOS INTELECTUALES 

Presente. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. SENADI-DG-2025-0333-OF, de 7 de agosto de 2025, ingresado en el 

correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, se solicitó se aclare 

el pronunciamiento contenido en el oficio No. 12464, de 23 de julio de 2025, en los siguientes 

términos:  

 

“Especificar si la caducidad de la solicitud de patente solo se produce bajo el 

supuesto de que no se ha pagado la tasa de mantenimiento anual. 

Que en el evento del pago de la tasa de mantenimiento anual, pero no del recargo, 

no debe producirse la caducidad de la solicitud de concesión de patente”. 
 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

La consulta formulada por el SENADI, mediante Oficio No. SENADI-DG-2025-0274-OF, 

de 23 de junio de 2025, ingresado en el correo institucional de la Procuraduría General del 

Estado el día siguiente, fue del siguiente tenor: 

 

“De conformidad con el último inciso del artículo 309 del Código Orgánico de la 

Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e Innovación, ¿la caducidad 

de una patente o de una solicitud de patente opera únicamente con la falta de pago 

de la tasa anual dentro del plazo previsto, o dicha tasa anual comprende también 

el recargo aplicable durante el período de gracia?”. 

 

El informe jurídico adjunto, suscrito por el Director de Asesoría Jurídica del SENADI, citó 

los artículos 322 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); 1, 

291 y 309 del Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e 

Innovación2 (en adelante “COESCCI”); 80 del Régimen Común sobre Propiedad Industrial 

del Acuerdo Cartagena; 4 de la Resolución No. 002-2019-DG-NT-SENADI3 (en adelante 

                                                 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COESCCI, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 899 de 9 de diciembre de 2016 
3 Resolución SENADI, publicada en la Edición Especial del Registro Oficial No. 304 de 3 de febrero de 2020. 
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“Resolución del SENADI”), que contiene la Codificación del Régimen de Tasas y Tarifas del 

Servicio Nacional de Derechos Intelectuales. Con fundamento en los cuales se concluyó lo 

siguiente: 

 

“III. CRITERIO JURÍDICO Y POSICIÓN INSTITUCIONAL  

 

Ahora bien, es necesario conjugar todo lo expuesto en las líneas precedentes de 

manera adecuada, y manifestar desde un primer momento, que la figura jurídica de 

la tasa anual es distinta de la figura jurídica del recargo, si bien ambas figuras se 

encuentran relacionadas, la naturaleza jurídica de las mismas es distinta. 

 

Una vez que se ha realizado la primera precisión, es necesario acercarse a la figura 

de la tasa anual, misma que constituye un valor a ser cancelado por parte de los 

solicitantes de patentes para mantener la vigencia de la solicitud presentada frente 

al Servicio Nacional de Derechos Intelectuales, en este sentido, es necesario 

referirse a la Interpretación Prejudicial Nro. 192-IP-2020, el 19 de octubre de 

2022, por parte del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, misma que 

expone:  

 

‘(…) Para mantener vigente la patente o, en su caso, la solicitud de patente en 

trámite deberá pagarse las tasas anuales que establezcan las oficinas nacionales 

competentes de los Países Miembros (…)’  

 

En este sentido, una vez que se ha realizado un acercamiento a la definición de la 

figura de la tasa anual, es importante aclarar que este valor se cancela de manera 

anual, y dentro del plazo previsto frente a la oficina nacional competente en materia 

de derechos intelectuales para conservar la vigencia del derecho exclusivo a los 

titulares a explotar activamente la tecnología.  

 

Cabe señalar que, el pago de la tasa anual de mantenimiento se realiza bajo la 

contraprestación de que el Servicio Nacional de Derechos Intelectuales realice la 

sustanciación y resolución de las solicitudes de patentes presentadas frente a esta 

Cartera de Estado. 

 

Ahora bien, es necesario hacer referencia a la figura jurídica del recargo, cuya 

definición de acuerdo a la Real Academia Española es la siguiente: “Nueva carga 

o aumento de carga”; este hecho encuentra identidad con lo dispuesto en el artículo 

7 de la .- Resolución No. 002-2019-DG-NT-SENADI o Codificación del Régimen de 

Tasas y Tarifas del Servicio Nacional de Derechos Intelectuales, el cual prescribe 

el aumento del 50% de la tasa anual de mantenimiento a ser cancelada por parte 

del solicitante de una patente bajo el supuesto del retraso del pago a ser cancelado 

ya sea por un día o por un periodo de gracia de seis meses. En este sentido, se ha 

logrado demostrar como las figuras jurídicas son eminentemente distintas y se 

activan bajo supuestos fácticos claramente distintos. El Servicio Nacional de 

Derechos Intelectuales se ha dejado guiar por la jurisprudencia reiterada por parte 
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del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina contenida en las interpretaciones 

prejudiciales Nro. 192-IP-2020, 43-IP-2015 y otras, en las cuales se expresa 

respectivamente que: 

 

“(…) 192-IP-2020 La falta de pago de una tasa anual conforme a este artículo 

producirá la caducidad de la patente o de la solicitud de patente de pleno derecho. 

(…)” 

 

 “(…) 43-IP-2015 La oportunidad del pago de las tasas anuales se encuentra 

claramente regulada en el artículo 80 de la Decisión 486. En efecto, para mantener 

vigente la patente o, en su caso, la solicitud de patente en trámite, deberán pagarse 

las tasas anuales. La fecha de vencimiento de cada anualidad será el último día del 

mes en que fue presentada la solicitud. La falta de pago de una tasa anual conforme 

a este artículo producirá de pleno derecho la caducidad de la patente o de la 

solicitud de patente. (…)”  

 

En base a lo expresado en las líneas precedentes la posición institucional del 

Servicio Nacional de Derechos Intelectuales es que únicamente la falta de pago de 

la anualidad dentro del plazo previsto incluido el periodo de gracia, producirá la 

caducidad de la patente o de la solicitud de patente presentada, más no así la falta 

de pago del recargo en el periodo antes indicado”.  

 

El pronunciamiento de esta Procuraduría, contenido en el oficio No. 12464, de 23 de julio de 

2025, valoró los fundamentos jurídicos expuestos por la entidad consultante y, luego del 

análisis respectivo, concluyó lo siguiente: 

 

“En atención a los términos de su consulta se concluye que, conforme con el último 

inciso del artículo 309 del Código Orgánico de la Economía Social de los 

Conocimientos, Creatividad e Innovación, la caducidad de la patente o de la 

solicitud de patente se produce de pleno derecho cuando no se ha efectuado el 

pago de la tasa anual, en aplicación de lo previsto en dicho artículo. 

 

Dicho cumplimiento debe analizarse atendiendo a los tres escenarios regulados en 

el régimen legal: i) el pago ordinario de la tasa anual dentro del período 

correspondiente; ii) el pago anticipado por dos o más anualidades; y, iii) el pago 

dentro del plazo de gracia de seis meses, en cuyo caso deberá efectuarse 

conjuntamente con el recargo establecido”. (Énfasis corresponde al texto original). 

 

2. El pedido de aclaración. – 

 

El informe jurídico del Director de Asesoría Jurídica del SENADI, de 7 de agosto de 2025, 

cita como fundamento los mismos artículos invocados en el criterio jurídico anexo a la 

consulta original, únicamente como elemento adicional el artículo 7 de la Resolución No. 

002-2019-DG-NT-SENADI. Con base en estos preceptos, se concluyó lo siguiente: 
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“III. CRITERIO JURÍDICO Y POSICIÓN INSTITUCIONAL: 

 

(…) Con base a lo expresado en las líneas precedentes la posición institucional del 

Servicio Nacional de Derechos Intelectuales se mantiene en que únicamente la falta 

de pago de la anualidad dentro del plazo previsto incluido el periodo de gracia, 

producirá la caducidad de la patente o de la solicitud de patente presentada, más no 

así la falta de pago del recargo en el periodo antes indicado. 

 

Es menester el recalcar que el recargo de la tasa cumple con una función de 

sancionar la demora del solicitante en hacer el pago de la sanción principal, como 

señala la Procuraduría General del Estado en la absolución de consulta incluida 

dentro del Oficio No. 12464 de fecha 23 de julio de 2025: 

 

‘En virtud del carácter tributario de la tasa, con respecto al recargo es oportuno 

considerar que se trata de un valor adicional o accesorio al tributo, según ha 

concluido la Corte Nacional en el precedente jurisprudencial en el que expresa que 

el recargo se aplica ‘sobre el principal’, y adicionalmente concluye que ‘tiene una 

naturaleza sancionatoria, pues procura disuadir el incumplimiento de las 

obligaciones por parte del contribuyente’.’ 

 

Sin embargo, es también preciso recalcar que el recargo como sanción por la falta 

de pago a tiempo de las anualidades no conlleva de forma expresa la caducidad de 

la solicitud de patente. La caducidad es otra sanción contemplada en el ordenamiento 

por el no ejercer derechos de manera oportuna, sanción que necesariamente requiere 

de reserva legal para operar. En el caso sometido a reconsideración, es posición 

institucional que esta caducidad solo se produce bajo el supuesto de que no se ha 

pagado la tasa de mantenimiento anual. 

 

En consecuencia, esta Institución considera que, en el evento del pago de la tasa de 

mantenimiento anual pero no del recargo, no debe producirse la caducidad de la 

solicitud de concesión de patente”. (El énfasis corresponde al texto original). 

 

3. Análisis. – 

 

3.1. Fundamentos jurídicos en los cuales se motiva el pedido. -    

 

El SENADI recalca que la tasa anual es distinta al recargo; si bien ambas se encuentran 

relacionadas, la naturaleza jurídica de cada una es diferente. La tasa anual constituye un valor 

a ser cancelado por parte de los solicitantes de patentes para mantener la vigencia de la 

solicitud presentada a esa entidad. Al respecto cita la Interpretación Prejudicial No. 192-IP-

2020, de 19 de octubre de 2022, que expone: “(…) Para mantener vigente la patente o, en su 

caso, la solicitud de patente en trámite deberá pagarse las tasas anuales que establezcan las 

oficinas nacionales competentes de los Países Miembros (…)”. 
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El valor de dicha tasa se cancela de manera anual y dentro del plazo previsto por la oficina 

nacional competente en materia de derechos intelectuales, con el fin de conservar la vigencia 

del derecho exclusivo a los titulares. Asimismo, el pago de la tasa anual de mantenimiento se 

realiza bajo la contraprestación de que el SENADI realice la sustanciación y resolución de 

las solicitudes de patentes presentadas. 

 

Por su parte, la figura jurídica del recargo, según la Real Academia Española, se considera 

como una “Nueva carga o aumento de carga”. Conforme el artículo 7 de la Resolución No. 

002-2019-DG-NT-SENADI, desde el primer día de retraso en el pago de la tasa anual de 

mantenimiento de patentes y derechos de obtentor vegetal se aplicará una multa equivalente 

al 50 % del valor de la tasa. En caso de existir beneficio de descuento, la multa se calculará 

sobre el valor efectivamente pagado. 

 

Estas disposiciones evidencian que ambas figuras se activan en escenarios fácticos distintos 

y cumplen finalidades diferentes. Mientras que la tasa anual es una condición para mantener 

vigente el trámite de la solicitud, el recargo constituye una medida sancionatoria por el retraso 

en el cumplimiento de dicha obligación. 

 

La posición institucional del SENADI, en tal virtud, es que únicamente la falta de pago de la 

tasa anual dentro del plazo legal – incluido el período de gracia – produce la caducidad de la 

patente o de la solicitud presentada, mas no la falta de pago del recargo (ya que son conceptos 

distintos). 

 

En este sentido, el recargo, al ser una sanción por el pago extemporáneo, no acarrea por sí 

mismo la caducidad. Esta, en cambio, constituye una consecuencia jurídica diferenciada, 

prevista en el ordenamiento únicamente cuando no se ha ejercido el derecho dentro del 

término establecido.  

 

3.2. Fundamentos jurídicos del pronunciamiento contenido en oficio No. 12464, de 23 

de julio de 2025. - 

 

En el análisis efectuado en el pronunciamiento contenido en el oficio No. 12464, de 23 de 

julio de 2025, esta Procuraduría examinó las disposiciones normativas aplicables al régimen 

de patentes. Con base en dicho análisis, se concluyó lo siguiente: 

 

i) la vigencia de una patente o de una solicitud de patente está condicionada al pago de 

las tasas anuales ante el SENADI, ya sea dentro del plazo ordinario o dentro del 

periodo de gracia;  

 

ii) las tasas anuales pueden pagarse: a) dentro del plazo ordinario, contado a partir de la 

fecha de presentación de la solicitud; b) de forma anticipada, por dos o más 

anualidades; o, c) dentro del plazo de gracia de seis meses desde el inicio del periodo 

anual correspondiente, caso en el cual la tasa anual debe cancelarse juntamente con 

el recargo establecido;  
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iii) de acuerdo con los artículos 80 de la Decisión 486 y 309 del COESCCI, la falta de 

pago de la tasa anual, según cada caso, produce la caducidad de la patente o de la 

solicitud. 

 

iv) la tasa es una obligación que debe cumplirse en los términos y plazos establecidos 

por la normativa vigente, sin requerimiento previo de la administración;  

 

v) el recargo es accesorio a la tasa;  

 

vi) la caducidad de la patente o de la solicitud de patente se produce de pleno derecho 

cuando no se ha efectuado el pago de la tasa anual, según lo previsto en el último 

inciso del artículo 309 del Código Orgánico de la Economía Social de los 

Conocimientos, Creatividad e Innovación. 

 

4. Aclaración del Pronunciamiento. – 

 

Analizados los fundamentos del pedido de aclaración formulado por el Servicio Nacional de 

Derechos Intelectuales, en atención al principio indubio pro administrado – según el cual 

debe prevalecer la interpretación que favorezca los derechos del administrado, garantizando 

la seguridad jurídica y evitando la imposición de cargas indebidas o sanciones 

desproporcionadas que puedan afectar su patrimonio –, y en cumplimiento del último inciso 

del artículo 309 del COESCCI,  se precisa que la patente o solicitud de ésta únicamente 

caduca por la falta de pago de la tasa anual (encontrándose excluido, por lo tanto, el pago del 

recargo).  

 

Por lo antes manifestado, se aclara el alcance del pronunciamiento contenido en el oficio No. 

12464, de 23 de julio de 2025. 

 

Se reitera que el pronunciamiento del Procurador General del Estado tiene un carácter general 

y abstracto, limitado a la interpretación de las disposiciones jurídicas de manera genérica, sin 

extenderse al análisis de circunstancias específicas o hechos concretos. La valoración de estos 

corresponde exclusivamente a las autoridades competentes responsables de adoptar las 

medidas necesarias para precautelar los intereses públicos y garantizar la correcta aplicación 

de las normas legales en los casos institucionales específicos. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO  

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Olicio No. 12837

Quito, D.M., 2 7 ACo 2025

Coronel C.S.M.
Víctor Emilio Villavicencio Álvarez, PhD.
RECTOR
UNI\'ERSIDAD DE LAS FIJERZAS ARMADAS ESPE

Quito.

Docto¡
Francisco Morán Peña

RECTOR
UNIVER§IDAD DE GUAYAQUIL
Guayaquil.

De mi consideración:

Mediante oficio No. ESPE-REC-2025-0453-O. de 27 de mayo de 2025. ingresado
en el correo institucional de la Procuraduía Ceneral del Estado en la misma fecha-
la Universidad de las Fuerzas Armadas - ESPE consultó:

"A. ¿La Disposición Transitofia Décima de h Ley Orgdnica Para el
Alivio Financiero y el Fortslecim¡enlo Económico de lqs Generaciones en

el Ecusdo¡ se aplica exclusivomenle pata los contrulos suscritos por
ciudadanos becaios con la Secretaría Nacional de Educación Superior,
Ciencio, Tecnología e Innovación o tombién es exigible anle los
instituciones de educsción supertor públicas que - como el c6o de la
Unive$idod de las Fuenas Armadas-ESPD - halan susctilo contratos de

becqs en los que sus beneficiarios ha¡an sido decla¡ados como
incumplidos?

B. En cato de ser qrtrmalivs lq ¡espuesta s esta inlerroganle: ¿El
prccedimienlo prcvkto en dicha la Disposición Trunsitoria Décima de la
Le¡- Orgdnica Pa¡a el Alit'io Financiero y el Foñalecirn¡enlo Económico
de [as Generaciones en el Ecuador tamb¡én es aplicable mutatis mata dis
a los instiluciones de educoción superiot paru i sttumenfat el
prccedimieúo de alención ), respueslas a dichas soliciludes?".

-
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Sobre la misma materia, con oñcio No. 0074-R, de 24 de junio de 2025, ingresado
en el co¡reo institucional de la P¡ocu¡adu¡ía General del Estado en la misma fecha.
la Unive¡sidad de Guayaquil consultó:

"¿Es lq D¡sposición Trsnsito¡ia Décima de lo Ley Orgónica para el
Aliyio Financieru ! el Forlolecimienlo Económ¡co de los Generaciones
en el Ecutdor directamenle aplicable por la Uniyersidad de Gualsquil, o
debe cootdinar co la Secrctarla d.e Edacsción Saperior, Ciencio,
Tecnologla e Innovación (SENESCYT) paru su implementación?".

En aterción a que ambas solicitudes versan sobre la misma temática - esto es, la
aplicación de la Disposición Transitoria Décima de Ia mencionada Ley - se las
analizará y responderii de forma conjunta.

l. Artecedentcs. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

El informe jurídico del Coordinado¡ Jurídico de la Escuela Politéanica del Ejército-
ESPE (en adelante, "ESPE"), contenido en el Memorando No. ESPE-UAJR-2025-
0542-M, de 16 de ab l de 2025, citó los afículos 82,226, 352 y 355 de la
Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante, "CRE"\| 3, 14,22,23 y 273
del Código Orgánico Administmtivo2 (en adelante, "COA")', 17,4y17delaLey
Orgrinica de Educación Superiol (en adelante, 'ZOE§")i Disposición Transitoria
Décima de la Ley Orgránica Para el Alivio Financiero y el Fortalecimiento
Económico de las Gene¡aciones en el Ecuadora (en adelante, " LOPAF"), 8, 9 y l0
del Reglamento Gene¡al a la Ley Orgránica Para el Alivio Financiero y el
Fortalecimiento Económico de las Generaciones en el Ecuadors (en adelante,
" RGLOPAF"). Conbase en estas disposiciones, se analizó y concluyó lo siguiente:

"8. Andlisis de h disposición trqnsitoria décimo de lo LOAF.

't RE.. ptubttdtdo.D et Re.tsto olti¿t tio 119 & 20 d. qtubft dp 20u8: úlr@ eJoru ptbh.vdo er el Te,@ We@ñ¡o del
R.gsno Cfc¡al lia 37 7 ¿. 2J ¿¿ ¿Nto .la 2021
: aOA, p¡bhcado en el Segundo Supl.@ito .l¿l Reg¡sno Olcial Jo-31 de 7 d. )ul,o .b ,017: úhtw rcÍom pub¡ica.ta .n ¿l
SeRuñ¿o Supl¿ñento d¿l Ressno Ofi.al Na t9ó tk 9 de l.breto ¿le 2021.

' l,()l:5. pubL.z¿o ¿n ¿l Supleren¡o d¿l R.gBbo Ot cial ia 298 de 12 ¿l¿ etobft ¡b 2010: úIi@ afoñ¿ ptbtu¿¿n ¿l 1.1 tl¿

' LO,.IF, ptblica¿o en e I Uinto Suplen¿nto del R¿Cis¡o O,tcial Na.ó99 de q .le ¿¡cienbe aül
r R|,O,1F. ¿xp¿dida wdiante Drcreto Eretiw l¡o 551 , pub¡icado en el Cuúo Supl¿Rúo & I R¿giroo Afcidl No. 755 .le 5 de
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3.7. Profitndizando en el contenido de dichq disposición transitoriq se

puede estqblecer que en su primer inciso '[s]e dispone la remisión del
c¡en pot ciertto (100o/o) del interés y recargos generados por las
obligaciones de créd¡to educativo que hoyan vencído o por convenios de
pago (...)'. Puesto que las universidades y escuelas politécnicas no poseen

fines de lucro - conforme lo estoblece el qrtículo 352 de la Corctitución
de la Repiblíca del Ecuador - estas ¡nstituciones no pteden generar
créditos educativos por lo que no es aplicable para aqaellas efilidades lo
manifestado en dicho párrafo.
j.8. El segundo inciso de la disposición in commento sostiene que en los
casos de contratos de becas y ayudos económicas que se hayan lerminado
antk¡pddamente '(...) procederá le remisión del cien por ciento (100%0)

de los intereses que se hubieren generado hasta lq v¡gencia de la presente
ley'. Una interpletdción qislada de este párrafo permitiría concluir que

dicho beneficio aplica para todos los conlratos de beca que se hayan
suscr¡to con cualquier institución de educación superior público. Sin

embargo, al continuar con la revisión de la norma se terifica que en su

tercer inc¡so se limitq este beneficío exclusivamente a los cotlttatos que la
Secretaría Nacional de Educación SupeioL Ciencía, Tecnologia e

Innovación (SENESCW) haya suscrito para el otorgauiento de becqs o
ayudas económicas.

3.9. En efecto, en el tercer pá,rrafo se establece que adenuis del benelicio
previsto eñ el segundo inciso, el coactivo también gozotá '(...) de doce
(12) meses de gracia para el pago de sus obligaciones". Para poder
acceder a ambos benefcios los interesados 'deberán presentar una
solicítud a la Secretaríq de Educación Superior, Cíencia, Tecnologia e
lnnovación - SENESCYT dentro del término de ciento ochentq (180) días
contados desde la fecha de vigencia de la presenle Ley'. Esta disposic¡ón
guarda concordancia con lo establec¡do en los articulos 8, 9 y 10 del
Reglamento a la Ley Orgánica Para el Alivio Fínanciero y el
Fortalecimiento Económko de las Generaciones en el Ecuador en donde
se establece que pora obtener los beneJicios contemplados en la
disposición tr lsito a décima de la LOPAF los interesados '(...) deberán
presentar una solicitud por esqito y el qnexo actualizado de datos de los
inter'¿inientes, emitido a través de La plataforma Sistema Inleligente de

Atención al Usuüio (SIAU), lanto para las operacíones de crédito
educqtivo como becas y ayrudas económicas, ante la Secretaría de

Educación Supe or, Ciencia, Tecnología e Innovación (SENESCIT), de

la circ nscipción teffitorial correspondiente' (arttculo I0).
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(...) 3.1l. Además, en el quínto inciso del artículo 77 del mísüo cuerpo
legal se establece que lq SENESCW 'ejecutará al menos un prcgrqma de
ayudas económícas (...). También otoryará becos completas paru estudios
de cuarto nivel nqciondl e internacional conÍorme la política pública que
dicte el efite (...)', pol lo que se entiende que las disposicíones
establecidas en la LOPAF solo poseen aLance para los contrqtos de
becas o de ayudas económicas que hoya suscrito dicha Secretaría de
Estado con sus lespecfiyos beneJiciarios, así como los contratos que en
momento se hayan celebrado ante el Instituto Ecuatoriano de Crédito
Educativo (IECE) y que hqya gestionqdo el extinto hstituto de Fomento al
Talento Humano (IFTH) ahora a cargo de la mencionada Secretaría
Pública.

3.12. Por otro lado, el último inciso de lq disposición transitoria déciñq
de la LOPAF precisa que las disposiciones contenidqs en la disposición
transito a décimq son aplicables a deudores y gorantes que hayan
suscrito (i) contratos de créditos educatbos, (ii) contratos de becas o (iii)
contratos de avdas económícas con el entonces Instituto Ec atoriano de
Clédito Educ.ttivo (IECE) o con otras entidades siempre y cuando hoyan
sido oporlutuimente gestionados por el también extinto Instituto de
Fomento ql Talento Humano (IFTH) y que actualmente se eñcuen¡en o
cargo de la SENESCYT, por lo que queda claro para esta Unídad de
Asesoría Jurídica que dicha norma no es aplícable para las uniyersidades
o escuelas politécnicas, incluyéndose deítro de ellas a la Universidad de
I as Fuerzqs Armadas -ESP E.

(...) IV PRONANCUMIENTO:

4.1. En atención a los términos de su consulta esta Unidad de )Asesolíq
Jurídica concluye que, de conformidad con lo preeisto en los aúículos 82,
226, 352 y 355 de la Co¡stitución de la República del Ecuador; artículos
4, 14, 22, 23 y 273 del Código Orgánico Administrath/o: ortículos 17, 14 y
77 quinto inciso de la Ley Orgdnica de Educacíón Superior; d¡spos¡ción
trdnsitorio décima de la Let, Orgánica Para el Alivio Financiero y el
Fortaleciñiento Económico de las Genetaciones en el Eaudor; y,
qrtícltlos 8, 9 y 10 del Reglamento a dicha Ley la disposición trqns¡tor¡.a
déciua de la LOPAF no es aplicable para las untuersidades y escuelas
politécnícas, dentro de las cuales se encuentra la Uniyersidad de las
Fuerzas Ar madas- ES P E " -
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Por su parte, el infome jurídico de la Procuradora Síndica de la Univenidad de

Guayaquil. conienido en e[ memorando No. UG-PS-2025-0555-M. de 23 dejunio de
2025, además de las normas señaladas por la ESPE, citó los articulos 1l numeral 3,

221,237,255 y 424 de la CRE, 7, 9. 20,26 y 28 del COA, 3 de la Ley Orgránica de la
Cont¡aloría Gene¡al del Estado6 (en adelante "L0CGE") y l. 2 y 3 del Acuerdo No.
SENESCYT-SENESCYT-2025-0013-AC7, que contiene los Lineamientos para la
Remisión de lntereses y Recargos y Condonación de Deuda, co¡ fundamento en los

cuales expuso el siguiente criteriojurídico:

"i,1. Objeto y alcance de la Dkposición Trunsitoia Décima

La Ley tiene por objeto 'remitir el cien por cierto ( 100o/o) de los intereses
y recorgos generados por obligaciones de crédito educativo ,encidqs o
por convefiios de pago, incluidas las multas ! gastos qdministrdt¡ros

Wndientes al momento de s entradq en vigor, siempre que lo§ qéditos

hubiesen sido concedidos en el ñarco de política§ públicos o prog/omas

oficiale§, ya sea Por instítuciones públicas, el e^linto IECE o el IFTH, hoy

a cargo de la SENESCYT'.

El segundo inciso dispone la remisión del 100% de los ¡ntereses

generados en progruuqs de becas cuya relación contract al hoya

fna I izado anticipadame nte.

El últifio inciso extiende esq remisión a iutereses de mora, multas,

rccügos y gaslos qdministralivos de créditos educativos y becas de

educqción superior otorgados por cualquier in§tituc¡ón pública, aplicable
también a garantes solidarios, de ser el cqso.

3.2. Regulación secundaria y rol de la SENESCYT

El Reglamento a la Ley establece varias disposiciones transítorias que

confrman el papel centrql de la SENESCIT:

Dlsposición Trunsiloria Tercera: la SENESCYT debe remitir
peliódicamente a cdda institución público la lista de solici¡udes recibidas
pala aplicar la remisión.

6 L(rGE puh¡icant eú el St bwnto ¿el R¿s8no O¡.¡ol \o. 595 ¿e 1ó de Júto .b 2025
- d€¡¿¿ ,f'¿ SE¡¿-st i7-5El't¡t'rr-2025-a., 1 3-AC publ¡cala ¿n ¿l SuPkwnta del Reqtsto Olcia¡ l\o ?7 d¿ 23 d¿ obrtl d.
2025.
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Disposición Tronsitoria Cuarta: en los diez días siguienfes a lq
publicación del Reglanento, la SENESCW emitirá los lineamientos para
suscribír conyenios de pago con beneJiciarios de la rcmisión y para
operacíones de crédito y becas en ptoceso de suspensión de cobro.
Disposición Transiloria Sexla: en el mismo plazo de diez días, la
SENESCyT regulará mediante norma secundaria el acceso a los
beneJicios y definirá los tlámites cotespondientes.

(...) 3.4. At dlisis de aplicabilidqd:

Aplicobilidad dirccla: la Universidad puede aplicar internamente
sus normas de becas y qéditos, así como sus procedimientos de
cobto y coactiyo.
Aplicabilidad de la Dlsposición Tmnsitoria Décima: la remisión
de intereses y recargos exige la presentoción de la solicitud ante la
SENESCYT y el seguimíento de los lineamíentos que ésta emíta. La
coordinacíón pre!ía con Ia SENESCYT es un requisito eÍplícito
tanfo en la Ley como en su Reglamento secundario.

Como se indicó en el párraÍo antelior, la Disposición Transitoría Décima
presenta unq llagrcnte contradicción, toda yez que, a pesar de que la
Universidad de Guayaquil forma parte del sector público, e inten)iene por
si mismo parq otorgar becas; le dispone a la SENESCW su interyención y
para que sea la encargad! de emitir la normatita secundaria para regular
! garantizar la xnifurmidad y el respeto a lajerarquia normattua para el
acceso a los beneficíos establec¡dos en l<t Ley Orgánica pora el Alivio
Finqncíero y el Fortalecimiento Económico de las Generaciones en el
Ecuador.

(...) Por ende, la posición ínstitucional es la siguiente:

Lq Disposición Transifo/ia Décima de lo Ley Orgdnico para el Alivio
Financiero y el Fortalecimienlo Económico de las Gen¿raciones en el
Ecuador no es directqmente aplicable por la Universidad de Guayaquil
de maneta autónoma para otorgar la remisión de los intereses, recargos,
multas y gastos qdministrativos; pues dicha disposición obliga o la
Uniyersidad a coordinar con la SENESCW, para que esta eñita la
nomaliva secundaria para la aplicación de los lineamientos establecidos
en la Le)t y su Reglarnento.
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.4. su vez, el Reglamento q lq Ley Orgánica para el Alivio Financiero y el
Fofialecimiento Económico de las Generaciones en el EcuadoL en sus

d¡sposiciones transitorios tercera cuarta y sexta, reafirman el rol de lo
SEN¿SCfI respecto de su capacídad normativa para regular el acceso q
los benertcios estqblecidos, pqrq lo cual deberá coordixar con las demás
instituc¡o es públicas ".

A fi¡ de contar con mayores elementos de aná¡isis, esta Procuraduria. mediante
oficios Nos. I t686 y I 1687, de 3 de junio de 2025, solicitó al Consejo de Educación
Superior (en adelante, "CES") y a la Secretarfa de Educación Superior, Ciencia"
Tecnología e Innovación - Senesc)t, (en adelante, "SENESCYT") que remitan su

criterio juridico sobre la materia consultada. Posteriorrnente, con oficio No. I1920.
de 20 dejunio de 2025, se ¡eiteró la solicitud a la SENESCYT.

En atención a este requerimiento. el Presidente del CES, a través del oficio No.
CES-CES-2025-0539-CO, de 19 de junio de 2025, remitió el informe jurídico vn,
de 17 de junio de 2025, suscrito por el Procurador del CES. Por su parte, la
SENESCYT. mediante oficio No. SENESCYT-SENESCYT-2o25-0735-CO, de 4 de
julio de 2025, remitió el memomndo No. SENESCYT-CGAJ-2025-0441-MI, de 4

de julio de 2025, suscriro por la Coordinadora General de Asesoría Juridica de la
SENESCYT.

El Procu¡ador del CES, en su informe jurídico, citó los artículos 225, 345 y 353 de

la CRE. 1ó6 y 169 letra g) de la LOES, con sustento en las cuales manifestó:

"(...) De esta manera, si bien el CES cuentq con potestad normatíva
entregad<t por la LOES, estq se limila a expedir los qctos normativos
necesarios para reglamentar al SES y a los qctores que lo conformon. Por
lo tanfo, considera do que las consultas planteadas pot lq Universidad de

las Fuerzas Armadas - ESPE, aludidas en el Ofrcio Nro. 11686, atan

explícitamente sobre la oplicación de la Disposición Trunsito a Décima de

lo Ley Orgánica Para el Alivio F¡nanciero y el Fortalecimienlo Económico
de las Generqciones en el Ecuador, promulgada por la Asamblea Nacional
del Ecuador, se colige que determindr aquello sobrepasaría las
atribuciones del CES reconocidas const¡tucional y legalmente, razón por la
cual, este consejo no estaria facultado para emitit un ptokunciamiento
reswcto a la qplicación de la referida Ley.

-
III
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Sin peduicio de lo indicado, §e exponen a continuación varias precisiones
que podrian ser de utilidad parq que la PGE absuelya las consultos

formuladas.

La Disposición Trans¡toria Ncima de lq Ley Orgánica para el Alívio
F¡nqnciero y el Fortqlecimiento Económico de las Generaciones en el
Ecuador, en su pafie pertinenfe, prcscibe.-

(...) Tal como se colige, la citada Disposición se encuentrct dirigida a la
remisión de intereses y recargos ori§nados de créditos educativo§
concedidos por ínstituciones públicas, en cumplimiento de las políticas
públicas, planes, programas o proyectos de fortalecimiento, formación y
capacitación del talento humano. También, a la remisión del cien por
ciento de los intereses generados en los programas de becas y aTadas
económicas en los que se hubiese terminado de forma anticipada lo
relación contractual. Para acogerse a tal remisión, se deberán cumplir con
los parámetros y seguir el procedimiento establecido en dicha Disposición,

La Norma Constittrcional ecuatoriqnq contempla en su articulo 225 las
it¡stituciones q e conforman el sector público (...)

Resulta necesario aludir también al artículo 352 de la Norma Suprema, el
cual señqla que el SES se integra por instituciones de educación superior
(IES) públicas y particularcs, organizadas como ühiyetsidades y escuelas
politécnicqs; ¡nstitutos superiores técnicos, tecnológicos y pedagógicos; y,
conservatorios de música y artes.

En virtud de lo manifestado, se obserya que la Disposicíón Transitoriq
Ncima de la Ley Orgánica para el Alivio Financiero y el Fortqlecimiento
Económico de las Generaciones en el Ecuador alude a la créditos
edacativos concedidos pot instiluciones públicas -de forua general- en
cumplímiento de las políticas públicas, planes, progrqmas o proyectos de

fortalecimiento, formación y capacitación del talento humano, y a
programas de becqs ! oyudas económicos et los que se hublese lermbrado
de foma qnticipada Ia relación confrsctaal La Universidad de las
Fuerzas Armadas - ESPE, como IES pública, foma parlc de lss
instiluciones a las que se reJierc el numeral 3 del artículo 225 de la
Conslilución de la República del Ecuodor " (énl'asis añadido).
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El memo¡ando No. SENESCYT-CGAI-2025-0441-M[ hizo referencia a los
a¡tículos 352 de la CRE, 4 del COA y 182 de la LOES, y manifestó lo siguiente

,,TII, ANÁLISIS LEGAL:

(...) Primera:

(,.,) Siendo la referida rem¡sión un modo que permite lq extinción total o
parcial de obligaciones pendientes establecida en la LEY ORGANICA
PARA EL ALIVIO FNANCIERO Y EL FORTALEC]MIENTO
ECONÓMICO DE LAS GENEMCIONES EN EL ECUADOR, lESUIIA

necesario acogerse a lo previsto en su Disposición Tlansitoria Décima
según la cual, oplica a aquellas obligaciones generadas de clédito
educativo que hayan vencido o por corNenios de pago, siempre que sean

derivadas de ld instrumentación de créditos educativos concedidos en

cumplimiento de las políticas públicas, planes, programas o proyectos de

fortalecímiento, Íormoción y capacitación del lalento humano, y hayan sido
otorgados (por cualquier ínstitución pública).

Sobre ello, se írvoca el articulo l del Código Civil, segin el cual: La ley es

una declaración de la voluntad soberana que, uanifestada en la forma
prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite'; dicho en otras
palabras, la ley es una nonna j rídica dictada por la autoñdad comrytente
cuyo contenido es de obligatorio cumplimienlo para la sociedad; baio esta

ptemisa la Disposición Transitoña Décima de la Ley Orginica para el
Alivio Financiero y el Fortalecimiento Económico de las Generaciones en

el Ecuador, estqblece la remisión total de intereses a las obligaciones;
siempre que se deriven de créditos educdtivos concedidos por ctulquier
'Institución Pública' encontróndose e esta cqtego a las Instituciones de

Educación Superior (IES) Públicas.

Tómese en caento que, las IES Públicas son instittlciones públicas de

conformidad al numeral 3 del articulo 225 y 345 de la Constitución de la
República del Ecuador, yo que son creadas por ley y encargadas de plestar
un semicio público.

En virtud de lo expuesto se concluye que, la Disposicíón Trqnsitoria
Ncima de la Ley Orgánica para el Alivio Financiero y el Fortalecimiento
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Económico de las Generaciones en el Ecuador sí aplba poru las
institucioúes de educación superior públicas.

Segunda:

(...) Si bíen $ cierto el prccedimiento constante en la referida Disposición
Tronsitoriq menciona a lo SENESCYT en varias ocasiones, pard el F,resente
caso cabe rccordar el pñncipio de autonomía responsable aplícable a las
instituciones de educación superior y constante a ni/el constitucional según
el artículo 355 de lq Máxima Norma, posteriormente replicado en el
qrtículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior; es así que, bajo
dicha autonomío responsable se garantiza el ejercicio de la libertad
qcadémica sin erimir a las instituciones de educación superior el
cumplímiento de las disposiciones legales; por tanto, las IES públícas
deben cumplir el procedimiento preyisto en la Disposición Trdnsitoria
Décima de la Ley Orgáníca Para el Alivio Findnciero y el Fortalecimiento
Económico de las Generacioncs en el Ecuador, tomando en cuenta sus
e stnrctura I y proce s os ".

De la lectua de los informes antes citados se aprecia que: i) la Universidad de las
FueEas Armadas - ESPE sostiene que la Disposición Transitoria Décima de la
LOPAF no resulta aplicable a las universidades y escuelas politécnicas, incluidas
tanto la Fopia ESPE como la Universidad de Guayaquil; ii) Ia Universidad de
Guayaquil considera que dicha disposición transitoria no es directamente aplicable
por las universidades y escuelas politécnicas de mane¡a autónoma para otorgar la
¡emisión de inter€ses, recargos, multas y gastos administrativos, pues, a su criterio,
obliga a coordinar con la SENESCYT a fin de que esta emita la normativa
secundaria necesaria para aplicar los lineamientos establecidos en la Ley y su
Reglamento, postura que coincide con el criterio del CES; iii) la SENESCYT
concluye que la Disposición Transitoria Décima de la LOPAF si es aplicable a las
instituciones de educación superior públicas y, en virtud, del principio de autonomía
responsable consagmdo en la Constitución y en la LOES, éstas deben cumplir el
procedimiento previsto en la citada disposición. adaptíndolo a sus estucturas y
prccesos. sin requerir la intervención directa de Ia SENESCYT.

2.- Análisis. -
El artículo 378 de la Constitución de la República del Ecuador reconoce que "E/
s¡slema de educación superior estará integrado por uniyersidades y esc elas
politécnicas; institutos supeñorcs t¿cnicos, tecnológicos y pedagógicos; y
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conservotolios de música y artes, debidamente acreditados y evaluqdos. Estas
insfituciones, sean públicas o particulares, no tendrán lines de lucro" .

De forma complementariA el aficulo 356 ibídem dispone que "Lq educqción
superior pública será gratuita hasta el tercer nivef'; y. el artículo 357 indica que
"El Estado garantizará el linqnc¡amiento de las instituciones públicas de educoción
superior. Las universidades y escuelas politécnicas públicas podrán crear fuentes
couplementarias de ingrcsos pata mejoral s capacidad acaümica, hwertir en la
ifir,estigación y en el otorgamiento de becas y ctéditos, que no implicarán costo o
gratamen alguno para quienes estudktn en el tercer niyel. La dístríbución cle estos
recursos deberá basarse fundamentalmente en la calidad y otros criterios defrnidos
en lq lq¡'.

El inciso primero del artículo 355 de la CRE determina que el Estado reconocerá a
las universidades y escuelas polirécnicas (en adelante "UEPS"\ "autononía
acodémicd, administtqtha, Jinanciera y orgánica, acorde con los objetivos del
régimen de desanollo y los principios establecidos en la Constifrc¿ór? ". Disposición
similar consta en el pdmer inciso del artículo l7 de la LOES.

Sobre este punto, la Corte Constitucional ha señalado que8:

"90. La autonomía uniyersitaria implica no solomente la prctección a la
libertad académica, sino lambi¿h la protección al a togobíerno y la
autoíomía adminislrativa, y por tanlo, constituye un eleñenlo necesario
para garantizar el derecho a la educación superior conforme lo reconoce la
Constitución y los inslrumentos internacionales".

En concordancia. el articulo l8 de la LOES indica que el ejercicio de la autonomía
responsable de 1as UEP comprende, ente otros aspectos: "f...) b) La libetad de
expedir sus estatutos en el marco de los d¡spos¡ciones de la presente Ley; (...) e) La
libertad paru gestionar sus procesos inlemos; (...) g) La libertad para adquir¡r y
qdministrar su patrimonio en la forma prcristq pot la Ley".

Asimismo, Ia lera i) del artículo 5 de Ia LOES reconoce como derecho de los
estudiantes el de "Obtener, de acuerdo con sus méritos académicos, becas, créditos
y otras formas de apolto económico que le garanlice igualdad de opotnnidades en
el proceso de formación de educacíón srp¿¡¡o¡" " (lo resaltado me corresponde).

' ( a, Sen ¡e rc ia l\b. 9-20-U t2A ¿¿ 3 ¡ ¿e q!6!o de 202A
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El artículo 78 de la LOES define los siguientes términosl. "a) Beca Es la subvención
total o parcial otorgadq pot los ínslituciones de educación superior, el ente rector
de la política públíca de educación superior, la entidad operadora de becas y
ayudas económicas, otganismos extranjetos o entidades crcadas o facultadas para
dicho Jin, a personas naturales pato que realicen esl dios de educación superior
(...) b) Crédíto educativo Se considerq crédito educativo a los recursos económicos
reembolsables que las instituciones lnancieras facultadas para el efecto, otorguen q

personos naturoles, pata el fnanciamiento de manera total o parc¡al de los costos
que demanda el desarrollo de sus actividades acadénica§ (...) ".

Por su parte. el artículo I de la LOPAI señala que su objetq es "generar ali|ios
financieros a personas nalutales ), jurídicas anle la situación dpremiante,
ocasionada por los incontenientes derivqdos de los racionamientos de energía.
(...)'\ y, en cuanto al iimbito de aplicación, su afículo 2 prevé que Zas
dkposiciones de lq presente Ley se aplicqrán en el ánbito público y pr ado y en
todo el lerritorio nacional".

La Disposición Transitoda Décima de la LoPAF dispone:

"DÉCIMA Se dispone la remislón del cien por ciento (100%o) del interés y
tecqrgos genetados pot las obligaciorres de crédilo edacalivo que hayon
vencido o por convenios de pogo: la condonación incluye ¡ntelés pot moru,
multa$ y gastos administrdtivos que se hallen pendientes de pago a lafecha
de entrada en vigencia de la presente Le1,; siempre que sesn de¡ivqdas de
la inslrumenlación de crédilos educotivos concedidos u cumplimienlo de
las pollticas públicos, pldnes, programas o prolectos de fo¡lalecimiento,

formoción y capocitoción del tolento humano, ! h.g!.9!_§i@_9!9!Ngú9§_p9.L
cualouiet inslirución pública o por el extínto Instituro Ecuqtoriano de
Crédito E&lcativo-IECE-, o que las haya gestionado el también extinto
Instituto de Fomento al Talento HumanoJFTH-, acluolmente a cqrso de la
Secrclarla de Educación Suoe¡ior. Ciencia, Tecnolosís e Innovqción-
SENESCYT. o aouellos oue se hoyan oloruado a lruvés de la banca con
fondos núblicos.

En los programas de beca y ayudas económicas en los cuales se ha
terminddo de fotma anticipada la relación conbactual procederá la
remisión del cieh por ciento (100%Q de los intereses que se hubieren
generado hasta la t'igencia de la presente ley.
Los beneJicíaríos de este régimen gozarán de doce (12) meses de gracia
para el pago de sus obligaciones. Los interesados en acogeüe o esta
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remisíón deberán presentar uno solic¡tud q la Secretaría de Educación
Superior, Ciencia, Tecnología e Innoyación - SENESCYT de tro del
térm¡no de ciento ochenta (180) dias contados desde lafecha de úgencia de
la presente Ley.

Dentro del thuino de ciento cincuenta clías (150) días, contados desde la
fecha en que se hubiere cumplido el plazo de graciq, los interesados en
acceder a esta rcrkisíón, deberán pagar al menos el diez por ciento (10o/o)

del total del cdpital adeudado para acceder al ciento pol ciento (100%o) de
la remisíón de los accesorios del total del cap¡tal, así también podrqn
solicitar la suscrípción de un convenio de facilidades de pago con la
Secletaría de Educación Superior, Cíenci.t, Tecnología e Innovación -
SENESCru, conforme lo determine el órgano rcctor de la políticq públ¡cq
de educacíón supeior, pudiendo acordar entre las parfes el aplicar la tasd
de interés referencial que establece el Banco Central para el segue to
educqt¡vo soc¡al.

adminisffativos

Las disposíciofies contenidas en este qrticulo, respecto de la remisión de
intereses de mora, multas, recargos y gaslos adm¡nistratiyos, y del r¿giuen
especial del proced¡miento admin¡stratiyo coactilo deriyado de las
obligaciones yencidas o conyenias de pago, pqra créditos educat¡yos y
becas de educación superior, otorgados por cualquier ¡hstitución pública o
por el anterior Instituto Ecuatori.rno de Crédito Educativo, IECE, y que
haya gestionado el extinto Instituto de Fonento al Talento Humano -IFTH-,
achúlmeflte a cargo de la Secretatía de Educación SuperioL Ciencia,
Tecnología e Inuoyación -SENESCW - seráx también aplicables para los
garantes solidarios, de ser el caso".

Al respecto, es pertinente señalar que similar Fevisión constaba en el artículo 1e de
la Ley Orgrinica de Simplificación y Progresividad T¡ibutariaro (en adelante

! Att. t R¿n6iú d¿ nvtees. nulks t t@r4os paru crednas ¿drca1Das de rulquer ñNt wm est,¿ios e¡ et pais o e, ¿t
*ter¡ú.- S. dispo@ la renisiljn del c¡e. pü cieúo (1A0./a) del intdés | @tgos saü¿Aas pat tas obtjsaciores d¿ .n:dto
edkanw qw lqü ttuido o pa/ @Mios d¿ paso: ta .and@ación ñdry¿ ú¡.e;pü úM, tutd, y s;b! a¿nihisttd¡ias
qw y hal¿n p¿r.l¡en|¿s d. pasa a la lecha ¡le ¿hna¿d en lisercil, .1e lo ¡tewte Ley: s¡eúpe qw kú deirodas .te ta
i6tu@nt@tü d. cr¿rtuos ¿.!¿catuas cúednlo! en dñptiñiento de b pa¡ti6 pjbticas ptMs, pñAratus o ptq,ectd t!.
fónaleañienta,lorñactót !.dpacituaón del bbnta tu@ó, r larsn sido du1ad;s pü cutq"¡¿t iüriirtcil,n ptitica o po, et
eflit to ]"súüto tiwroriúo d¿ Ct¿dilo E.lucatiyo -|EC E, ó que tas hdya Earotudo et tñruo ¿" ¡¡.",to ot lLte,o nu*oo -

Con la plg§qtllgg!!fu lh lq sol¡citud para qcoserse a este réqitnen de

coactivos. asi como los efectos oue proyengan del mismo.
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"LOPST''). Sobre Ia aplicación de la LOPST, la Procu¡aduría General del Estado,

según el oficio No. 08737, de 13 de mayo de 2020, se pronunció en los siguientes
táminos:

"Según su tenor, el artículo I de la LOSPT disoone la remisión de

intereses y recarpos pendientes de paeo a la fecha en qlcJlkbg-kl
enDezó d rcPir. proven¡entes
otoreados pol cualquier instítución pública o por el extinto Instituto
Ectaforiano de Crédüo Edwativo JECE-, o que las haya gestionado el
Instituto de Fomento al Talento Humano (en adelonte IFTH) siempre que

díchos cúditos e(lucativos hub¡ercn sido destinados a la realización de

estudios en el poís o en el eÍterior. De acuerdo con su segunclo inciso, la
remisión se rertere ta b¡én a obligaciones proven¡efites por becas y
al,adas econóuícas en las que la relación contlactual con la entidad que

las concedió ha terminado anticipadamente.

Si bien los ¡ncisos tercero y cuarto del a¡fículo I de la LOSPT, al
establecer que los beneficíarios de Ia
solicifud ante el IFTH. deb

ue la solicitud se instirucíón núhlíca

Adicionalmenfe, se debe considerar cpe el artícalo 2 de lq LOSPT
determ¡na EE el incumplimie to en el pago de se¡s cuotas co secutiva§

del convenio de facilidades de pago 'dejará insubsistente la temisión
establecidq en esta Ley, y dará lugar al cobro de la totalidad de lo
adeudado, incluido intereses, multas, recargos y gasto§ adm¡nistrativos de

conformidacl con lo establecido en el presente aúículo', previendo el
rei ício de la coactila y de las medidas cautelares. De conformidad con el
numeral 5 del artículo t583 del Código Civiltt (en adelante CC), la

I
§
,

EdifÉio AñzoBs PláE
Av Amáro.ás Nr9-r2a y Alz.!r.

l:k lot yoeruñas .le be.a ! ¿a d¿s e@óñt@s ¿t los tul¿s se hn te/ñ¡tuato de Jam ank¡¡vda la re¡ación """n 'hhl
prccedai la rcñ¡siók det ciq po. c¡ento (lAla/a) de los rnEtues qw re hubiercn genetudo hasto lo uigercú .le lo peseite le!.
'Lü 

baelc¡ada| de 4¡e r¿gñeñ gMtun d¿ dae 112) ú44 tu gtacú Pira e¡ PaAo d¿ st¡ oblgaciow' Los nt¿'¿{'¿'s 'n
acoeeg a esto ren¡s¡óí ¡lebeú" yeei¡ú M @licilú al lút¡tuto de fbwnto al fdleñto Huú1ho dq¡rc de¡ t¿ñí o dr ft¡¿ntd
(6t)) días cobtúos d¿sde la lechd .le sncia de la p.eeite k!
D¿nto dal t¿miho .te hMita (90) días, cortadas d¿sd¿ ldJecha eñ q@ § htbiere dñpl'do el PLza rl2 Erdcia los ¡ntelestdas eh

a..ed* a es¡/1 retuisióh, .lebeniú palat el totol del upnal adeu¿tllo y 16 hoñotuti^ Prc¡eefule¡ ?ot g¿stiores tle cobra eh lso
de ersnt, ot¡ bñbién pod¡án ral¡1o la tuÍriPción & n cokwkio de Jacili.lad.r de @Ao con .¡ I stituta .l¿ Fotu"t' at Tat¿úo

tM JFTH- @¡ottu b ekrnire 4 ó.Cako rec¡or.L la Polr¡u ptbli@ d¿ ¿daclión ¡qe ot
Cak la presntditn de t¿ sol.itt¿ para a@g¿tv aek r¿Eiwn de reññ¡ih, e s penden las pro@sú ddñinistuhd de cobro !
p,d..n'.ú, r^- ^¡ 

'oaü lo\ ?ft tos qw Dr^?a¿ta l"l dnr.
1r Los?T. pab'.a¿¿ en el supk@to .leL Regbtu qficial No I ¡ I .l¿ 31 d¿ dicieñbre ¿e 20 ¡ 2
1t cc. caii.lcació¡ publ'.a.ln en el S\pl¿n^ta ¿¿l Resis¡/o (tr@l No 16 d. 21 de junio .k 2A05: nhtw refm Publtca.la el I 3
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rcm¡sión es un modo de extinguir lds obligaciones. Concordante, el
articulo 1668 lbidem preyé que 'la rcmisién o condonqción de una deuda
no tiene valor, §ino en cuanto el acreedor es hibil para disponer de la
co§a que es obieto de ella'.

El doctor José Adolfo Morales Quirost2, respecto de la remisión de
obligaciones en materias sujetqs a Derccho Público, explba;

'Remisión: Equivale a condonación o perdón de la deuda. (...). En
materia de Derecho Público ld remisión no cabe sino por mandato
exprcso de la Ley, por lo que no procede la meru liberalidad del sujeto
actiyo, tal como Io presqibe el artículo 53 del Código Tributario, y puede
comprender lqnto la deuda principal como sus ifltereses de mora y
sanciones pecuniarias, cumplidos los requisitos legales. La ley que
conceda la condonación de obligaciones impositfuas, debe responder a
situaciones de alto ¡nteús público, y solo es pertinente como ertrema
nedida de ercepción. (...)

3.Pronunclamientu -
En atención a los térrninos de su consulta se concluye que !g_ryL¡!k2!l_!h
intereses v recarsos de obligdciones plovenienles de cr¿ditos educativos
que establece el artículo I de la LOSPT. es aplicable a aquellas becas y
atadas económicas otorgadqs por (...). que es un establecimiento otiblico
de educación superior (...), L se extiende a aquellas oblieaciones
¡nstrumentadas mediante cor-¡venios de linanciamienÍo que han terminado
anticipadamente. sesún prescribe el seglndo inciso del citqdo artíc1tlo I
de la LOSPT. En consecuencia. el (...) wede aplicar la mencionada
remisión, que incluye intereses y rccargos pendientes de pago a la fecha
de entrada en úgencia de la LOSPT, siempre que la solicitud formulada
por sus estudiantes o ex estudidntes se hubiere presentado denffo del
término previsto en dicra ¡rorma " (énfasis añadido).

De la lectura del pronunciamiento citado se desprende que la remisión de intereses y
recargos de obligaciones provenientes de créditos educativos - según los téminos
previstos en el artículo I de la LOSPT - era aplicable a aquellas becas y aludas
económicas otorgadas por el efinto IFTH y aquellas co¡cedidas por cualquier
insritución públic4 como las de educación supe¡ior. En cuanlo al procedimiento
previsto en la ley, se precisó que la presentación de la solicitud ante el IFTH debía

1: MoR 4L¡l\ QU lROs. Jór! Ádoqó. Ele@at6 ,1¿l tle.echo Tributúk Páss. t 5ó- t 57.
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interpreta$e de manera sistemática- de forma que la solicitud sea presentada

directarnente a la institución pública que hubiere otorgado el crédito educativo. beca

o ayuda económica. respetando asi la naturaleza y competencia de cada entidad
otorgant€.

Este criterio se alinea con el aforismo juridico "a igual razón, igual derecho", qurc

impone tratar de manera idéntíca las situaciones que presentan elementos

sustancialmente iguales, garantizando uniformidad y evitafldo la arbitrariedad en la
aplicación normativa.

En consecuencia, y considerando la normativa aplicable y el pronunciamiento

citado, se concluye que: i) las IJEP cuent¿tn con autonomía académica,
administativa, financiera y orgánica; ii) dicha autonomía comprende la facultad de
gestionar procesos intemos, incluyendo la administración de becas y créditos
educativos; iii) la Disposición Transitoria Décima de la LOPAF es aplicable a todas
las institucioEes públicas que hayan otorgado créditos educativos, becas o aludas
económicas en el ma¡co de políticas públicas; y, iv) segun el pronunciamieflto
previo de esta Procuraduría- cuando la ley establece que la solicitud debe dirigirse a

la SENESCYT, esta disposición debe interpretarse sislemáticamente, de forma que

el procedimiento sea tramitado por la propia institución que otorgó el benelicio,
en el marco de su autonomía responsable, pero siguiendo estrictamente el
procedimiento, requisitos y plazos previstos en Ia LOPAF.

3. Pronunciamierto. -

En atención a las consultas se concluye que la Disposición Transitoria Décima de la
LOPA¡ - conforme su rfunbito de aplicación -, es p¡ocedente respecto de los
contratos suscritos por ciudadanos becarios con: i) la Secretaría Nacional de

Educación Superior, Ciencia, Tecnologia e lnnovación; y ii) cualquier institución de
educación superior pública.

En ejercicio de Ia autonomía reconocida en los artíaulos 17 y l8 de la LOES, las

instituciones públicas de educación superior deberin instrumentar el procedimiento
pam la atención y resolución de estas solicitudes, adoptando las medidas necesarias
de conformidad con la ley. Este procedimiento debení aplicarse siempre que la
solicitud presentada por los estudiantes o exestudiantes se haya formulado dent¡o del
plazo Fevisto en la Disposición Transitoria Décima- garantizando así el respeto al
marco legal y la uniformidad en la aplicación del benehcio.
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El presente p¡ontmciamiento es obligatorio pare la Adminish¿ción Pública y se

limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a
casos institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad
consultante y de cualquier otla entidad pública que [o aplique.

L ESTADO

. Pablo Bel¡rán Ayala

Atentamente,

It/^
Abg. Juan Ca

Pr$ideni. del Co¡seio de f,dftlciór SuD.rior

Mgs. Céw Augusto Vásquez Moncayo
S€.ret¡rio Nrcio¡¡l d. Educ¡ció¡ Sup¿r¡or, Ci€mi¡,
T.c[ologf¡ e Introvrci6n- Sf,NESCYT
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